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RESUMEN
Esta investigación propone un acercamiento a las consecuencias de la desconexión existente
entre la realidad de las estructuras de organización social y económica de las comunidades
indígenas de la región amazónica en Colombia y los lineamientos de la política pública
impartida por el Estado. Así, bajo una noción de territorio que va más allá de lo económico,
se plantea que el aislamiento de los intereses, en materia de derechos, de los pueblos
habitantes de los territorios frente a la agenda económica, social y política del Estado
colombiano constituye una negación del proceso de interculturalidad que involucra las
interdependencias entre agentes aparentemente independientes.
La investigación tiene como marco referencial el análisis del rol del Estado desde el
compendio normativo que se establece en la Constitución Política de 1991 en Colombia,
junto con el modelo de economía híbrida, la economía de las convenciones, y las formas de
capital como núcleos conceptuales estructurantes de los procesos organizativos. Estas teorías
se usan para describir la incidencia que tienen los lineamientos de política pública sobre los
modelos de organización social y económica de las comunidades indígenas de la región
amazónica colombiana a partir de la década del 90.
Así, se muestra que los problemas que afectan a las comunidades indígenas del territorio
amazónico, no son exclusivamente de naturaleza económica, sino que también son de índole
cultural ante la ausencia de garantías en los procesos de interculturalidad. En efecto, los
diseños normativos del Estado colombiano han fracturado los esquemas organizativos de
estas comunidades, subordinándolas a una concepción ajena del desarrollo, que les obliga a
renunciar a sus proyectos históricos, a la formación de relaciones horizontales entre
comunidades y a una agenda autónoma en sus planes de vida; todo esto en detrimento de la
construcción de una democracia pluricultural en Colombia.

Palabras Clave: Capital Social, Economía de las Convenciones, Territorio, Modelo de
Economía Hibrido.
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ABSTRACT
This paper proposes an approach to the consequences of the existing disconnect between the
reality of the structures of social and economic organization of the indigenous peoples of the
Amazon region in Colombia and the guidelines of the public policy given by the State. Thus,
under a notion of territory that goes beyond economic, it arises that the isolation of the
interests, on the rights of peoples inhabitants of the territories facing the economic agenda,
social and political of the Colombian State constitutes a denial of the process of
interculturality involving the interdependency between agents.
The research paper has as referential frame the analysis of the role of the State from the
compendium of rules established in the Political Constitution of 1991 in Colombia, together
with the hybrid economic model, the economy of conventions, and forms of capital as core
conceptual structuring of organizational processes. These theories are used to describe the
impact that has the guidelines of public policy on structures of social and economic
organization of indigenous peoples of the Colombian Amazon region from the 90's.
Thus, it shows that the problems affecting the indigenous communities of the Amazon
territory, are not exclusively economic issues, but are also of a cultural nature in the absence
of guarantees in the processes of interculturality. Indeed, the Colombian State policy designs
have fractured organizational schemes of these communities, subordinating them to a foreign
conception of development, which forces them to give up their historical projects, the
formation of horizontal inter-communal relations and an autonomous agenda in their life
plans; all this at the expense of the construction of a multicultural democracy in Colombia

Key words: Social Capital, Economy of the conventions, Territory, The hybrid economy
model.
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Introducción
El pueblo colombiano convive en una desconexión social y económica como producto de
los problemas inherentes a sus procesos de evolución como Nación. Hasta la década de 1980
los países latinoamericanos basaron su estructuración en la consolidación de los Estados –
Nación, proceso que se caracterizó por establecer distintas combinaciones de capacidad
comunitaria y funcionamiento estatal al interior del territorio. Tal relación “Estado –
Sociedad” en Colombia, generó marcos regulatorios de carácter homogéneo hacia el
territorio y sus habitantes, lo que en consecuencia ha permitido lineamientos incipientes para
el diseño de la política pública de cara a las múltiples visiones de la realidad que tiene el país
gracias a su riqueza cultural. Así, los procesos de desarrollo económico en el país parecen
fijar sus lineamientos con ejercicios de benchmarking, en los cuales, el país acoge las
mejores prácticas de otros países de forma estratégica o por recomendación de organismos
internacionales, profundizando la falta de comunicación entre la gran variedad de
necesidades del territorio colombiano y los lineamientos de la política pública (Jaramillo,
2004).
En este sentido, la evolución del discurso latinoamericano sobre el desarrollo ha sido
influenciado por los modelos de crecimiento económico impuestos por la corriente política
imperante aislando los intereses de los pueblos habitantes de los territorios; noción que es
relevante para implementar una propuesta coherente de desarrollo. Esto como producto de
la problemática histórica sobre la propiedad y uso de la tierra en América Latina (Mariategui,
Ed 2009). En efecto, ubicando al territorio en el plano central del análisis sobre la
desconexión entre el funcionamiento estatal y la realidad socio-económica del país,
encontramos el marco en el que convergen la naturaleza de las relaciones sociales y los
lineamientos sociales, económicos y políticos que cimientan las instituciones formales. De
esta manera, la tierra en el análisis deja de ser simplemente un recurso económico, para
convertirse en el hábitat natural donde también medran la cultura y una identidad propia de
las gentes que la habitan (Jaramillo, 2004).
En razón a lo expuesto, esta investigación presenta un marco crítico para el estudio de la
desconexión entre los lineamientos normativos de la política pública y la realidad socio
económica del país, mediante la exploración de la influencia que tiene la posible negación
de procesos de interculturalidad necesarios para el diseño de los compendios normativos
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impartidos por el Estado. Así, se indaga la influencia que tienen las instituciones
formalmente constituidas sobre las relaciones sociales y económicas de las comunidades
indígenas habitantes de las zonas rurales en el país, mediante el explicitación de las
afectaciones que han sufrido sus estructuras de organización y sus modos de producción.
En este sentido, la investigación realiza -dentro de su marco crítico- una aplicación
metodológica que aborda el estudio de las relaciones socio – económicas en comunidades
indígenas en el país, diseñada bajo la corriente heterodoxa de la sociología económica. De
este modo, el que el modelo de economía híbrida, la economía de las convenciones, y las
formas de capital serán los núcleos conceptuales estructurantes de los procesos organizativos
de las comunidades indígenas. Esto busca que, ante un modelo de desarrollo promovido por
el Estado, cuya expresión normativa es la constitución y cuya dimensión productiva se
concentra en el sector privado, se expliciten los elementos de los modelos neo desarrollistas
y alternativos, como el del “Buen Vivir”, que evidencien la relación sinérgica entre la
sociedad y el Estado. De esta manera, tal relación entre el Estado, las gentes y el territorio
traza la necesidad de caracterizar el choque crítico que se da entre las instituciones formales
y el perfil cultural de las comunidades, para así garantizar que nociones propias a la tradición
indígena y a los lineamientos normativos de política pública se encuentren implícitos en el
análisis de los roles de la población civil y el Estado.
Así pues, la investigación contempla como horizonte referencial a nivel histórico y
normativo, a los lineamientos de política pública concebidos desde el pronunciamiento de la
Constitución Política de 1991. Esto concilia la normatividad vigente, la realidad socio
económica de Colombia y la noción de territorio, ya que expone un punto de partida
relevante en la historia económica y social colombiana, pues muestra la obligación del
Estado en la asunción de grandes retos en materia de derechos frente a los ciudadanos y el
territorio. Del mismo modo, el estudio enfatiza las comunidades habitantes del departamento
del Amazonas, dado el interés que ofrece el tener la confluencia de su reconocimiento como
entidad territorial (Constituciòn, 1991) de cara a la gran diversidad étnica que contempla.
Por tanto, el contexto en el que conviven las comunidades ancestrales en el Amazonas
colombiano puede ejemplificar de una mejor manera el alcance de la desconexión entre los
lineamientos normativos del Estado y la realidad de las regiones.
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Dado el objetivo expuesto, el desarrollo de la investigación toma como objeto de estudio las
relaciones socio económicas de las comunidades indígenas del departamento del Amazonas
y la noción de territorio, a través del estudio de casos. El ejercicio Estatal en Colombia se
estudia a través de la evolución de los compendios normativos alrededor de los derechos de
las comunidades indígenas, junto a los lineamientos de los planes de desarrollo a nivel
regional. El rol del sector privado en el presente trabajo se considera de forma marginal y
será abordado a través de las sentencias y actos administrativos a nivel legal, para advertir
sobre conflictos generados entre los intereses económicos y los territorios en los que la
tradición indígena tenga algún tipo de relación legal.
Conforme a esto, se muestra entonces que los problemas que afectan a las comunidades
indígenas del territorio amazónico no son exclusivamente de naturaleza económica, sino que
también son de índole cultural ante la ausencia de garantías en los procesos de
interculturalidad de lado y lado. En efecto, ante la lógica extractivista presente en algunas
regiones del país, el ejercicio a nivel normativo impartido por el Estado colombiano en las
últimas décadas parece haber creado un velo sobre los derechos hacia las minorías étnicas
en función de los intereses económicos, caracterizando así la formación de instituciones
formales e informales, en un medio ambiente que las retroalimenta en ocasiones de forma
nociva, es decir, los diseños normativos del Estado colombiano han fracturado los esquemas
organizativos de estas comunidades, subordinándolas a una concepción ajena del desarrollo,
que les obliga a renunciar a sus proyectos históricos, a la formación de relaciones
horizontales entre comunidades y a una agenda autónoma en sus planes de vida.
En consecuencia, la investigación contempla una orientación detallada a través de la
adaptación del modelo metodológico propuesto para el estudio de las comunidades indígenas
en Colombia, para luego proceder a la descripción de las posibles estructuras de organización
indígena, junto a las relaciones socio – económicas implícitas en sus modos de
relacionamiento. Así, por medio del estudio de casos se han de relacionar los lineamientos
normativos de políticas públicas en materia de derechos hacia las comunidades indígenas y
las relaciones sociales y económicas de las comunidades habitantes de la región amazónica,
para identificar y caracterizar las posibles afectaciones sobre las estructuras de organización
de estas comunidades. Todo esto permitirá el análisis y reconcomiendo de nociones que
demuestren la necesidad de asumir procesos de interculturalidad desde el Estado colombiano
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hacia la sociedad, para así garantizar el diseño de modelos de desarrollo social inclusivos y
pertinentes para los sectores rurales en el territorio colombiano.
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Capítulo 1 – Orientación detallada: Construyendo una alternativa para el análisis de
la realidad de las comunidades indígenas en Colombia
La realidad económica y social de algunas regiones en Colombia pone en evidencia la
existencia de una desconexión entre los lineamientos normativos de la política pública
impartida por el Estado y el contexto social y económico del país. La metodología estadística
de la encuesta de calidad de vida 2015 del DANE no contempla en sus muestras los centros
poblados y rurales para el cálculo de indicadores de educación para regiones como el
Amazonas y la Orinoquía, la violencia generada por el conflicto armado entre el Estado y
grupos al margen de la ley desde hace más de 60 años afecta la mayor parte del territorio
colombiano, y el aparente abandono sistemático a nivel institucional en la ruralidad de
algunas regiones, contrastan frente a la riqueza natural y social percibida del territorio
colombiano, una coyuntura inexplicable a los ojos del ciudadano del común. Por tanto, un
proceso de análisis que busque identificar la naturaleza de esa desconexión se convierte en
una tarea prioritaria para el entendimiento de la capacidad que posee el Estado colombiano,
el sector privado y la población civil de construir una propuesta democrática en procura del
desarrollo nacional.
En este sentido, la presente investigación enfatiza el marco en el que convergen lo normativo
y lo socio económico, con el fin de estudiar los lineamientos normativos en los que se basa
la acción estatal que imparte el Estado hacia la ruralidad en Colombia en virtud del desarrollo
social y económico de las comunidades indígenas. Así, tal problemática se aborda en esta
investigación por medio del siguiente cuestionamiento: ¿en qué medida la intervención
normativa del Estado ha alterado los procesos sociales, económicos y culturales de las
comunidades indígenas de la región Amazónica? De este modo, este estudio se concentra en
los habitantes rurales del territorio colombiano, en especial las comunidades indígenas, al
considerarles sujetos esenciales para la refrendación de derechos culturales dentro de
posibles escenarios del postconflicto en Colombia.
Para responder al cuestionamiento, la investigación usa del método de historia comparada
en su enfoque sistemático para el análisis de la realidad el análisis crítico de fuentes y la
reconstrucción histórica de los hechos, de manera tal que la comparación de instituciones
formales e informales busque identificar las relaciones empíricas entre ellas, para así realizar
análisis relacionado de los modos de producción confluyentes dentro en un medioambiente
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que le retroalimenta debido a su constante evolución. Este método sin embargo presenta una
debilidad a tener en cuenta, existe poca información, orientada y especializada, en este tipo
de estudios, lo cual dificulta la consecución de casos específicos que evidencien este tipo de
relaciones. Ante esta situación, la presente investigación contempla en su desarrollo
metodológico la diversidad y el pluralismo de las visiones presentes en las comunidades e
instituciones económico sociales objeto de estudio a través del uso de métodos cualitativos
(Revisión de literatura) como recurso para mostrar la relevancia del análisis y mitigar
posibles subjetividades en las conclusiones. (Olabárri Gortázar, 1992)
De este modo, la investigación expone mediante su método y enfoque una alternativa para
el entendimiento de la realidad social y económica colombiana a partir de las perspectivas
propuestas por la sociología económica, al tomar como unidad de comparación a las
comunidades indígenas de cara a los lineamientos normativos que refieren la intervención
del Estado. Así, el análisis se centra en los fenómenos que afectan las estructuras de
organización y los modos de producción de estas comunidades, y no en variables
macroeconómicas las cuales, en la mayoría de los casos, dan una lectura generalizada y
rudimentaria de la realidad social. (Jaramillo, 2004)
En razón a lo mencionado, estudios sobre relaciones socio económicas acostumbran mostrar
más sobre los investigadores que sobre el objeto de su estudio. Sin embargo, esta
investigación centra la atención en una aplicación metodológica de estudio, que busca
reconciliar la ciencia económica con la realidad del pueblo colombiano, sin dejar de lado el
carácter riguroso de la investigación económica y social. De esta manera, se propone un
análisis a nivel interdisciplinar, con el único fin de lograr consensos en los exámenes para la
formulación de modelos de desarrollo democráticos (Jaramillo, 2004). En consecuencia, esta
investigación aplica los conceptos contemplados en las formas de capital y la convención
social, con el fin de realizar una aplicación metodológica para el estudio de la realidad
económica y social de las comunidades indígenas en Colombia que se cimiente en un marco
desarrollado desde la sociología económica. Este modelo responde de forma abstracta a los
planteamientos metodológicos del investigador histórico, para que así se proponga una
modelación de las interrelaciones entre agentes aparentemente independientes. (Rusell,
2011)
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1.1 La herencia cultural indígena y su vínculo con el Estado
Granovetter (1973) expresa: “el análisis del sistema social es considerado como una
herramienta para unir niveles micro y macro dentro de la teoría sociológica. El
procedimiento queda ilustrado por medio de la elaboración de las consecuencias macro de
un aspecto de interacción a pequeña escala: la fuerza de los vínculos duales”. (p. 1360) De
acuerdo con esto, se fija un interés prioritario sobre los relacionamientos entre sistemas
determinados de nivel micro y macro, los cuales se confrontan en el plano económico,
político y social. Este procedimiento dialéctico entre sistemas enmarca las características
propias de las estructuras sociales consecuentes, es decir, permite concebir estructuras
sociales como el producto de la interacción entre sistemas complejos aparentemente
independientes, en el entendido que la fuerza que los vincula es el determinante principal de
la nueva estructura que se forma como resultado del relacionamiento.
En este sentido, la primera intención de esta investigación es establecer el vínculo existente
entre los agentes: Estado y Comunidades indígenas. Tal vínculo busca materializar las
características propias del proceder estatal (normatividad) y de los modos de relacionamiento
comunitario (lazos individuales y culturales), para así encontrar un marco en el que
converjan sus características y determinar la influencia del uno en el otro. En otras palabras,
establecer el vínculo entre el Estado colombiano y las comunidades indígenas en este marco
analítico, consiste en la construcción consciente de la caracterización del tipo de vínculo, su
fuerza y la dinámica implícita en ese relacionamiento, como agentes independientes.
En el párrafo anterior, se establece entonces el objetivo principal de la investigación y se
ofrecen indicios sobre el modo de análisis, dejando sentada la relación de estructuras a nivel
micro (Redes de comunidades), frente a estructuras diseñadas a nivel macro (Compendios
normativos). Sin embargo, Granovetter (1973) hace énfasis en un tipo de vínculo que
requiere un interés precedente al objetivo principal de esta investigación, “los vínculos
interpersonales”, los cuales hacen referencia a aquellos vínculos implícitos en el modo de
interacción entre grupos pequeños, de interacción entre comunidades. En consecuencia, la
investigación contempla como una prioridad el análisis de las estructuras de organización
indígena, para que se busque discriminar de forma efectiva el vínculo existente entre las
estructuras micro y macro. En otras palabras, el estudio de las estructuras de organización
social y económica de las comunidades indígenas, facilitará el análisis de la dinámica
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implícita en el vínculo que poseen las comunidades indígenas y los compendios normativos
impartidos desde el Estado.
En síntesis, esta investigación busca precisar el vínculo entre el Estado y las comunidades
indígenas, y así estudiar los fenómenos que se dan dentro de la dinámica de su
relacionamiento. Esto último, entendido desde una base intuitiva planteada por Granovetter
(1973); el vínculo puede ser fuerte, débil o estar ausente. No obstante, ante la riqueza cultural
que poseen las comunidades objeto de estudio, no basta con explicitar el vínculo
“Comunidades Indígenas – Estado” y definir su tipología (Fuerte, débil, ausente), sino que
se hace necesario conceptualizar el complejo relacionamiento a nivel micro de las
comunidades indígenas (vínculos interpersonales), para determinar de una mejor manera la
influencia de los modelos normativos sobre sus estructuras de organización y modos de
producción.
De lo expuesto se desprende el interés de esta investigación por aplicar un modelo
metodológico bajo la base intuitiva del vínculo “Comunidades indígenas – Estado” con las
siguientes características en su diseño: su lenguaje es la teoría esencial de conjuntos, utiliza
como base conceptual la teoría de los vínculos planteada por Granovetter (1973), el concepto
de convención social, y parte de los supuestos del modelo de economía híbrida de Altman
(2007), y por último, incorpora los conceptos de capital simbólico para describir la dinámica
implícita en el vínculo “Individuo – Comunidad”, y de capital social para describir la
dinámica implícita en los vínculos “Comunidades – Comunidades”, y “Comunidades –
Estado”.

1.2 Diseño de un Modelo Metodológico para el análisis de las comunidades indígenas
1.2.1 La Convención Social y el Modelo Metodológico
El diseño del modelo metodológico parte del concepto de convención social de la económica
de las convenciones. Una convención social es un tipo de institución humana, entendida
como un subconjunto dentro de un conjunto más amplio que contempla las instituciones
humanas. Crawford y E. Ostrom (1995, p. 582) citado por Miller Moya (2009) definen las
instituciones como “regularidades duraderas en la acción humana en situaciones
estructuradas por reglas, normas y estrategias compartidas, así como por el mundo físico”.
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Esta definición contempla dos puntos a anotar: en primera instancia, define una convención
social como una institución humana, y en segunda instancia, caracteriza los componentes de
una convención social: el componente de regularidad duradera y estable en el
comportamiento humano y el componente estructurante, constituyente o normativo, que
ordena dicha regularidad. (Miller Moya, 2009)
En este sentido, el concepto de convención social de la escuela de las convenciones brinda
la posibilidad conceptual de estructurar su análisis en razón del carácter dinámico y
culturalmente amplio de las estructuras de organización social de las comunidades indígenas.
En otras palabras, la acción humana (individual y colectiva) se sitúa en el centro del estudio,
en el entendido que las reglas, normas y estrategias (individuales y colectivas) confluyen
como un medio ambiente que retroalimenta la acción humana, haciéndola impredecible,
dinámica e influenciable. Cabe anotar, que tal alcance amplía lo contemplado por la teoría
económica ortodoxa para el concepto de convención social, de manera tal que en lugar de la
racionalidad que abarca la solución del “contrato” en términos de coordinación, se contempla
que las instituciones humanas se constituyen a través de un proceso cognitivo en el que
además de las normas y los valores, confluyen los escenarios y las reglas en los que se
desenvuelve el individuo. (Batifoulier, 2002)
1.2.2 El Modelo de Economía Híbrida y el Modelo Metodológico
En relación al carácter dinámico y culturalmente amplio de las comunidades indígenas que
establece al concepto de convención social, algunos de los fenómenos sociales parecen ser
“causa” y no “serendipia”, dentro de una especie de red de resultados históricos que
dependen del ambiente (mundo) en el que se desarrollan. Razón por la cual la aplicación del
modelo metodológico para el estudio de las comunidades indígenas en esta investigación se
diseña a partir del modelo de economía híbrida propuesto por el profesor John Altman, el
cual es una alternativa basada en los medios de vida y hace énfasis en que la herencia cultural
y el diferencial étnico son el marco ideal para la interpretación de actividades no monetizadas
que se desarrollan por sociedades particulares. (Rusell, 2011)
En este sentido, el diseño del modelo metodológico bajo el marco conceptual expuesto busca
reconocer la existencia de interdependencias entre diversos tipos de actividad económica, de
manera tal, que la actividad económica emprendida por un agente deba enmarcarse en un
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sector particular que sea abierto y dinámico, el cual se reconstruirá en forma constante por
su interacción con otros agentes o sectores. Así, la acción emprendida por un individuo
miembro de una comunidad, puede ser evaluada a través del estudio del medio ambiente
económico, político y social que le rodea y el carácter cultural que posee como herencia. De
esta manera, los sectores que comprendan las actividades económicas implícitas en el
ejercicio estatal colombiano y del mercado se acompañan de las actividades económicas
producto de la costumbre, que integran una noción de cultura vista desde la perspectiva de
su herencia ancestral para caracterizar aquellas actividades económicas no monetizadas de
carácter colectivo que nacen de su relación con el territorio y los demás sectores. (Rusell,
2011)
Gráfico 1. Modelo de Economía Híbrida

1a - Modelo de Economía Híbrida - Sectores

1b - Modelo de Economía Hibrido - Objeto de estudio

Fuente: (Altman 2007)

Como se observa en el gráfico 1b, el objeto de estudio de esta investigación se enmarcaría
en aquel espacio (5) en el que se materializan las relaciones entre la costumbre y el Estado
colombiano. Sin embargo, el interés de la investigación busca más que suponer el
relacionamiento entre la actividad económica del Estado y las estructuras de organización
indígena; busca definir y caracterizar la influencia de un agente sobre el otro y viceversa,
materializando tal influencia mediante los procesos de interculturalidad consecuentes con su
interrelación. En consecuencia, se determina el aporte del modelo de economía híbrida al
modelo metodológico como sigue:


Al abordar el estudio de “lo indígena” bajo el manto de los “medios de vida”, los modos
de producción indígena caracterizados por su relación con el territorio, otras
comunidades y con su cultura, se convierten en el centro de la discusión. Por esta razón,
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se da la necesidad de reformular el modelo, de manera tal, que la relación entre
estructuras sociales y normativas deje de ser un parámetro que suponga un estadio
estático para convertirse en un estadio dinámico de estudio en el que confluyan la
realidad social, económica y política atribuible a “lo indígena”.
En este sentido, la reformulación concibe el diseño gráfico de un modelo bajo el lenguaje
de los conjuntos; el cual permite la descripción visual y suposición matemática de las
interrelaciones entre agentes independientes.
1.2.3 La Teoría de Conjuntos y el Modelo Metodológico
Partiendo de los supuestos que expone el modelo de economía híbrida propuesto por Altman
(2007), y teniendo como base conceptual a Granovetter (1973) y a la convención social, se
presenta a continuación una abstracción simple, en términos de la teoría de conjuntos, de un
modelo metodológico para la investigación y análisis de la realidad social y económica de
las comunidades indígenas, habitantes de regiones apartadas dentro del territorio
colombiano.
Gráfico 2. Abstracción del Modelo Metodológico para el estudio de las comunidades
indígenas

M1=Individuos.
M3=Individuos
M2=Individuos

Fuente: Elaboración propia

La herramienta requiere que se defina la colección de elementos - individuos objeto de
estudio- bajo una serie de parámetros precisados por la investigación, para luego definir
cuáles serán las capas determinantes del estudio. Estas capas (conjuntos de elementos
establecidos por el investigador) presentan de forma visual y abstracta la existencia de
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relacionamientos (R) con los individuos objeto de estudio. De esta manera, se originan
subconjuntos (particiones de los conjuntos de individuos) con base en los parámetros
definidos por la investigación. Los componentes de la abstracción se presentan a
continuación:


Individuos objeto de estudio: Son subconjuntos de individuos, dentro de la población
total de individuos que contempla el investigador. Los mismos se caracterizan a partir
de las propiedades que define el investigador para su construcción (Estas propiedades
deben mantener una relación causal con el objeto de estudio).



Capas: Son colecciones de elementos establecidas por el investigador, que buscan
explicitar compendios, conceptos, etc. De esta manera, las capas detallan los elementos
que el investigador define como punto de partida para generar posibles relacionamientos
con los individuos objeto de estudio, mientras direcciona el uso metodológico de las
fuentes de información.



Relaciones: Bajo la noción de los vínculos y la interrelación entre agentes que explicita
el modelo de economía híbrida, las relaciones del modelo metodológico son la
abstracción de los procesos de interculturalidad existentes entre los elementos que
componen las capas y los individuos objeto de estudio.

En este sentido, el modelo busca en primer lugar definir en forma clara los individuos objeto
de estudio; posteriormente, generar el número de capas necesarias y suficientes para
contemplar los marcos conceptuales, normativos y similares, que precisen un
relacionamiento (R) que pueda ser demostrado por el investigador. Por tanto, una relación
(R) es la abstracción matemática que supone los procesos de interculturalidad entre agentes.
1.2.4 Aplicación del Modelo Metodológico diseñado para el estudio de las Comunidades
Indígenas de la Región Amazónica
El enfoque que tiene esta investigación se centra en los procesos de interculturalidad que se
dan entre la actividad normativa que desarrolla el Estado colombiano como agente
económico, y las estructuras de organización social y las formas productivas de las
comunidades indígenas de la región amazónica. Por tal razón, se presenta a continuación el
desarrollo de la abstracción del modelo metodológico propuesto para el estudio de las
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comunidades indígenas en Colombia, y en particular, aquellas comunidades de la región
amazónica.

Definición de los Conjuntos de individuos objeto de estudio
Universo: M = Es la población contemplada por el estudio, de manera tal, que se tiene en
cuenta a todos los individuos habitantes del territorio colombiano (Universo). Conjuntos de
individuos objeto de estudio:
1. Contempla los individuos habitantes del territorio comprendido por la región
amazónica colombiana.
M1 = Indígenas del Amazonas = {x |x habita en la región amazónica colombiana
actualmente y cumple con las propiedades P1, P2, P3}.
2. Contempla los individuos que habitan otras partes del territorio colombiano, pero
que fueron registrados como nacidos en el territorio comprendido por la región
amazónica colombiana.
M2 = Indígenas Amazónicos = {y |y es oriundo registrado en la región amazónica
colombiana y cumple con las propiedades P1, P2, P3}.
3. Contempla los individuos que habitan otras partes del territorio colombiano, pero
que emigraron en los últimos 26 años (a partir de 1990) del territorio comprendido
por la región amazónica colombiana.
M3 = Indígenas Migrantes = {z |z habitó en las amazonas después de 1990 y migro
a otra región del territorio colombiano, además cumple con las propiedades P1, P2,
P3}.
Propiedades: Las siguientes propiedades describen las características fundamentales de los
individuos que se contemplan en la investigación. Esto le permite al investigador caracterizar
en detalle a los individuos que son objeto de estudio.
1. Propiedad P1 = Hacer parte de una Comunidad indígena.
2. Propiedad P2 = La comunidad indígena debe ser reconocida por el Estado
Colombiano.
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3. Propiedad P3 = La comunidad indígena debe tener relación directa con un resguardo
indígena, legalmente reconocido por el Estado colombiano.
En este caso particular, las propiedades P1, P2 y P3 son de obligatorio cumplimiento para
agrupar a los individuos dentro de los subconjuntos Mn, tal como se muestra en la
caracterización de los conjuntos de individuos. Esto garantiza que se analicen los individuos
pertenecientes a una comunidad indígena que es reconocida por el Estado, la cual posee
derechos legales sobre un territorio en específico dentro o fuera de la región amazónica.
Definición de las Capas C1 y C2
C1 = Territorio: Capa de entendimiento (transversal) a nivel conceptual dentro del modelo.
En este caso en particular, la capa sobre la noción de territorio para las comunidades
indígenas es una colección de conceptos descritos a lo largo de la investigación. Tal
colección explicita una característica propia de las comunidades indígenas en Colombia,
razón por la cual, su abstracción se incluye en la investigación como una variable principal
para el estudio de “lo indígena”, de cara a los procesos de interculturalidad presentes en la
relación de las comunidades indígenas y el Estado colombiano. No obstante, existe la
discusión sobre si es o no necesario explicitar estos conceptos en una capa (independiente)
dentro de la abstracción del modelo, en el entendido que no se estudiará una relación R entre
los individuos y la noción de territorio en esta investigación.
Como se observa, esta capa es concebida dentro del modelo como una capa de entendimiento
transversal, a modo de parámetro conceptual dentro del análisis, pues desde la teoría esencial
de conjuntos, este relacionamiento significaría subconjuntos nuevos o particiones diferentes
(M1+j diferente M1), lo cual no permitiría el correcto entendimiento de la relación inicial.
Por tanto, la capa de territorio es una colección de conceptos propios a la tradición indígena
que se describen a lo largo de la investigación (implicación metodológica), tal cual se
expresa en la dinámica de la capa y el modelo consolidado.
C2 = Compendio normativo vigente y competente con la institución del resguardo para las
comunidades indígenas.
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1. Contempla el marco normativo vigente a partir de la pronunciación de la
Constitución Política de Colombia de 1991.
2. Contempla el marco normativo relacionado únicamente con los determinantes de los
derechos y deberes frente y de las comunidades indígenas en Colombia en materia
de derechos civiles, culturales y territoriales.
3. Contempla el marco normativo relacionado únicamente con las comunidades
indígenas habitantes de la región amazónica colombiana.
Por tanto, el compendio normativo integra una colección de normas definidas por el
investigador que, en este caso en particular, buscan caracterizar el proceder normativo del
Estado en materia de derechos hacia las comunidades indígenas y definir así un posible
relacionamiento.
Definición de las Relaciones (R)
Sea Mn el conjunto de salida que contempla a todos los individuos en el territorio
colombiano, establecido un producto cartesiano Mn*C2 (Conjunto de pares ordenados entre
los individuos y el compendio normativo como un todo) se define la siguiente relación:
R= {(m, c) E Mn*C2 / x R c, x es un individuo relacionado con el compendio normativo}
(Así se caracteriza un proceso de interculturalidad).
En esta Relación (R), el modelo metodológico propuesto enfatiza la propiedad de la
“Simetría”, de acuerdo a la teoría de conjuntos para este tipo de relaciones, de la siguiente
manera:


Los individuos del conjunto m están relacionados con el compendio normativo
definido por la capa c (m R c), de manera tal, que el compendio normativo definido
por la capa c, está relacionado con los individuos del conjunto m (c R m).

Esto implica que si (m R c) se da, se espera entonces que (c R m) se dé igualmente, en otras
palabras, si hablamos de “m” como un conjunto de individuos con características ciertas, y
“c” como un conjunto que contempla un compendio normativo definido, se espera que al
menos un individuo del conjunto m esté relacionado con el compendio normativo, haciendo
inevitable que el compendio normativo esté relacionado con este individuo.
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Este énfasis sobre la propiedad de la simetría de una relación entre conjuntos, nos permite
abstraer de forma sencilla la existencia de procesos de interculturalidad entre agentes; lo
normativo desde el Estado hacia las comunidades indígenas y/o lo organizativo y cultural
desde las comunidades indígenas hacia el Estado, como un determinante inevitable de la
relación.

1.2.5 La Constitución Política de Colombia de 1991 y el Modelo Metodológico
“El tiempo no se ve, ni se oye, ni se palpa; esta fuera de nuestra
inmediata percepción sensible; no cae dentro de nuestra experiencia
sensorial” Jose M. Muñoz Quevedo, Universidad Nacional de
Colombia (1993)

Los análisis a realizarse con el modelo metodológico propuesto en esta investigación para el
estudio de las comunidades indígenas de la región amazónica se determinan para un periodo
específico (t), de manera tal que los resultados del análisis soporten su validez conceptual en
el tiempo que comprende el estudio. Esto quiere decir, que el análisis realizado bajo el
modelo metodológico propuesto sobre los procesos de interculturalidad contemplados en
una relación “Comunidades Indígenas – Estado”, debe garantizar su solidez conceptual en
el periodo que propone el estudio, de cara a la evolución normativa del ejercicio estatal y
cultural de las comunidades indígenas. Por esta razón se ha definido al tiempo, como una
variable implícita a los lineamientos de la investigación, de la siguiente manera:
La noción del tiempo es una derivación humana, su objetivo la constituyen las sucesiones de
acontecimientos reales. Estas sucesiones son perceptibles, objetivas y registrables. De esta
manera, son los hechos las variables a tener en cuenta como sucesiones ordenadas de
acontecimientos (A1 < A2 < A3 <… < An) con influencia en los individuos y en las capas
del estudio. (Muñoz Quevedo, 1993) En consecuencia, se definen las siguientes
características para los periodos de tiempo que se contemplen en el estudio:


No hay acontecimiento que realmente se repita, así que todo acontecimiento es único,
por lo cual, ningún acontecimiento se precede estrictamente a si mismo (relación
irreflexiva).
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La relación de acontecimientos es anti – simétrica, es decir, dados dos acontecimientos,
no es posible que el primero preceda al segundo y que simultáneamente el segundo
preceda al primero.



Por último, la relación de acontecimientos es transitiva, de manera tal que las sucesiones
de acontecimientos siempre se hallan provistas de una relación de orden estricto.

Por tanto, como hecho relevante para el estudio propuesto en esta investigación se contempla
el periodo comprendido desde la promulgación de la Constitución Política de Colombia de
1991 hasta la fecha de corte del caso objeto de estudio que se plantee. De esta manera, la
definición de los conjuntos de elementos que conformarán la capa “Compendio normativo”
y los antecedentes objeto de estudio que harán parte de la investigación (Hechos relacionados
con los individuos objeto de estudio), asumen en la formulación de tn (hecho que cumple las
características de irreflexividad, anti simetría y transitividad), a la totalidad de las normas y
antecedentes que el investigador designe como relevantes para la caracterización del periodo
comprendido para el estudio.
tn = Promulgación de la CPC de 1991 a la fecha de corte del caso objeto de estudio.
1.3 Caracterización de la relación R del Modelo Metodológico: Dinámica del Vínculo
“Comunidades Indígenas - Estado” que describe los Procesos de Interculturalidad
1.3.1 El Capital Social y el vínculo “Comunidades Indígenas– Estado”
La relación R, en el marco del vínculo “Comunidades indígenas – Estado” dentro del modelo
metodológico propuesto para el estudio de las comunidades indígenas busca caracterizar las
estructuras de organización indígena mediante el estudio de los vínculos interpersonales
(Granovetter, 1973), por tanto, la aprehensión del concepto de capital social es relevante
para que el análisis defina que las relaciones entre agentes distintos (individuos,
comunidades indígenas, Estado) no pueden reducirse totalmente a relaciones de proximidad
física o geográfica, ni tampoco a la proximidad de sus actividades económicas y sociales.
En otras palabras, solo pueden existir relacionamientos entre agentes sobre la base de
relaciones de intercambio materiales y/o simbólicas, y las mismas deben contribuir además
a su mantenimiento, de manera tal, que las relaciones de intercambio en las que se basa el
capital social son aquellas en las que los aspectos materiales y simbólicos están
inseparablemente unidos, hasta el punto en que aquellas solo pueden funcionar y mantenerse

23

mientras esta unión sea reconocible (Bourdieu, 2000). De este modo, esta investigación
destaca tres perspectivas del concepto de capital social para su estudio: la visión de redes,
institucional y sinérgica. En razón a esto, se presenta a continuación el marco conceptual
desarrollado por la sociología económica sobre el cual esta investigación abordara el vínculo
dual “Comunidades Indígenas – Estado”:

El concepto de capital social en su perspectiva sinérgica concilia aspectos sociales y
económicos en materia de desarrollo mediante una caracterización de las interacciones
producidas entre comunidades, y entre la normatividad y las comunidades a las que compete;
tal interacción moldea el desempeño económico. (Woolcock & Narayan, 2000). Por tanto,
describir la naturaleza de las relaciones sociales e instituciones formales de una comunidad
indígena, mientras desarrollan estrategias colectivas de producción y sobrevivencia en un
medio ambiente normativo impartido por el Estado, se convierte en la posibilidad de acoger
al capital sinérgico como punto de partida conceptual para la caracterización del
relacionamiento abstraído del modelo metodológico propuesto. Woolcock y Narayan
(2000), en su artículo “Capital social: Implicaciones para la teoría, la investigación y las
políticas sobre desarrollo”, expresan como la perspectiva sinérgica del concepto de capital
social es la que muestra el mayor fundamento empírico para la formulación de políticas
económicas y sociales coherentes y de gran alcance; pues considera los diversos niveles y
dimensiones del capital social y reconoce tanto sus resultados positivos como los negativos.
Cabe destacar entonces que la relación “comunidades indígenas – Estado” es un vínculo dual
que se trabajará bajo la tipología sinérgica del capital social, sin embargo, como se estableció
al inicio de este capítulo, el vínculo dual “comunidades indígenas – Estado” se estudiará a
través de los vínculos interpersonales. (Granovetter, 1973) De esta manera, el análisis de las
interacciones “comunidades indígenas – comunidades indígenas” y “comunidades indígenas
- Estado” debe concebirse a través de las perspectivas que complementan el estudio del
capital social para este tipo de vínculos: en primer lugar, la perspectiva de redes definirá las
relaciones de intercambio físicas y simbólicas entre comunidades, mientras que la tipología
institucional del capital social establecerá los supuestos para el entendimiento de las
relaciones entre el Estado y las comunidades indígenas, por medio del análisis de las
obligaciones (derechos y deberes) que imparte la normatividad vigente sobre el Estado y las
mismas comunidades.
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1.3.2 La visión de Redes e Institucional y los Vínculos interpersonales
En razón a lo anterior, las relaciones de intercambio material y simbólico en las que se
materializa el concepto de capital social, presentan la existencia de una red de relaciones
sociales como consecuencia de vínculos interpersonales (Comunidades Indígenas –
Comunidades indígenas). Entonces, las redes son, en sí mismas, el producto de un esfuerzo
continuado de institucionalización, es decir, “la red de relaciones es el producto de
estrategias individuales o colectivas de inversión, consciente o inconscientemente dirigidas
a establecer y mantener relaciones sociales que prometan, más tarde o más temprano, un
provecho”. (Bourdieu, 2000, p. 151) Esto muestra que más allá de fenómenos casuales, los
grupos se producen y comunican con base en estrategias que se retroalimentan a través del
tiempo. De esta manera, las interacciones entre individuos y entre comunidades indígenas se
caracterizan por establecer el reconocimiento de las relaciones físicas y simbólicas, como
unidades de análisis necesarias para la formación de redes.
En este sentido, el proceso de formación de una red presenta un carácter dinámico
(estrategias individuales o colectivas), al ser entendido como un ejercicio de sociabilidad
trazado a través del tiempo. Por esta razón, el tiempo se convierte en una variable transversal
en la formación de relaciones de intercambio, físicas y simbólicas, perdurables entre
individuos y comunidades.
La cultura, por su parte, es entendida como una construcción dinámica que se centra y
retroalimenta en el conjunto heterogéneo de relaciones sociales y económicas, que dependen
de las características culturales de las gentes y el territorio en el que habitan, y por tanto es
la materialización del valor del capital social de una red (Batifoulier, 2002) En otras palabras,
los lazos entre individuos y comunidades a través del tiempo dan garantía de identidad y
propósitos comunes, como en los ejemplos ecuatorianos y bolivianos al hablar de modelos
de desarrollo como el Sumak Kawsay (Quichua) y Suma Qamaña (Aymara) descritos en sus
cartas constitucionales, respectivamente. Esto quiere decir, que caracterizar los vínculos
interpersonales pasa primero por entender de qué manera se dan los posibles lazos
intracomunitarios y entre individuos, a través del tiempo, de acuerdo con la influencia de la
actividad económica que ejercen, para así determinar el tipo de enlace que les une. Así
mismo, la formación de redes, muestra como las comunidades indígenas poseen formas de
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organización excepcionales, donde los beneficios derivados de la pertenencia a un grupo
constituyen, a su vez, el fundamento de la solidaridad que los hace posibles. (Polanyi, 2007)
Así, la posible afectación del capital social es el resultado que puede facilitarse con la
intervención estatal, de manera tal que se cause la inevitable afectación de las estructuras
sociales que son el resultado de tradiciones culturales antiguas. (Woolcock & Narayan,
2000) Y es en este sentido, que el modelo metodológico propuesto aplica el concepto del
capital social desde la perspectiva de redes; y lo entiende como la posibilidad que poseen las
comunidades de construir enlaces para sumar a sus prioridades de sobrevivencia y a la forma
cómo estos se ven alterados por la negación de los procesos de interculturalidad necesarios
para el diseño y formulación de la política pública. Las redes describen la importancia de
establecer relaciones a nivel grupal e individual de forma horizontal o vertical, y cómo estas
integraciones pueden ser una característica inevitable de las comunidades indígenas en
Colombia. (Woolcock & Narayan, 2000)
Tal realidad muestra la posible existencia de divergencias en la forma en que el Estado
Colombiano, representado a través de sus organismos, define su visión sobre la realidad
social y económica del país e interviene sobre las comunidades indígenas mediante el
desarrollo del contexto normativo institucional. Esto nos permite acotar la visión
institucional del capital social como el complemento necesario para definir como variable
endógena, a la capacidad institucional del Estado colombiano. Esta perspectiva del capital
social permite entonces entender que las complejas redes comunitarias que se dan en la
sociedad civil son en gran parte, el resultado de un contexto político, legal e institucional
dado, y que el desempeño institucional del Estado depende en gran medida de su
responsabilidad ante la sociedad civil como protagonista en el desempeño económico del
territorio, es decir, el Estado colombiano es el responsable último del diseño de un medio
ambiente normativo ideal para el desarrollo del capital social de las comunidades indígenas
en el país. Cabe acotar que la visión institucional fundamenta sus perspectivas a través de la
metodología histórico-comparativa, es decir, le permite a esta investigación apropiar el
estudio de casos, para desarrollar sus análisis. (Woolcock & Narayan, 2000)
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1.3.3 El Capital Simbólico y el Vínculo “Individuos – Comunidades Indígenas”
Hasta este punto, las posibles alteraciones en las estructuras de organización social y modos
de producción de las comunidades indígenas se han centrado en la materialización de
procesos de interculturalidad entre el colectivo y el compendio normativo impartido por el
Estado. Sin embargo, Bourdieu (2000) define que “el volumen de capital social poseído por
un individuo dependerá tanto de la extensión de la red de conexiones que este pueda
efectivamente movilizar (capital social - redes), como del volumen de capital económico,
cultural o simbólico poseído por aquellos con quienes está relacionado” (p. 150). En otras
palabras, uno de los principales determinantes del “volumen” del capital social implícito en
una red, es el capital que posee cada individuo en la red, y al momento de caracterizar a las
comunidades indígenas, es inevitable dejar de lado la tradición cultural como un ejercicio de
aprehensión social propia que le precede a cada individuo reconocido como indígena dentro
de una comunidad.
Por tanto, es obligatorio señalar la relevancia del capital simbólico para el análisis, aplicando
el concepto de forma tal que acoja la noción de la herencia cultural propia a cada individuo.
De esta manera, la tradición indígena corresponde a una forma de capital, en tanto que se
percibe como una posesión natural y no como el reconocimiento de una acumulación
arbitraria. En este sentido, el capital simbólico involucra la capacidad cognitiva socialmente
constituida, es decir, capital en la forma que sea, simbólicamente aprehendido en una
relación de conocimiento. Por tanto, la herencia de la tradición indígena en cualquier
comunidad indígena, sin importar si es inculcada o incorporada, es el capital simbólico
(stock de capital cultural) que posee cada individuo, haciendo invaluable en términos
económicos la valoración de una red entre individuos y comunidades.
De este modo, las alteraciones que se materialicen en variaciones en la tradición indígena a
nivel colectivo ya no se entenderán únicamente bajo el manto conceptual del capital social
en redes, sino que acogerán una posible destrucción del stock de capital de cada individuo,
como la principal afectación a las estructuras de organización y modos de producción
indígenas.
En conclusión, el análisis del vínculo “Comunidades Indígenas – Estado” desarrollado a
partir del modelo expuesto por Granovetter (1973) concibe como posibles resultados del
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proceso de interculturalidad a las transformaciones identificadas en el capital social en redes
de las comunidades indígenas y a la destrucción del capital simbólico en cada individuo
perteneciente a una comunidad indígena. El concepto de capital institucional, establece la
existencia de un medio ambiente normativo que determina el actuar de las redes constituidas
por individuos y comunidades, para que, por último, el concepto de capital sinérgico acoja
en armonía la validez metodológica de la hipótesis, la cual dicta la existencia de una posible
negación de los procesos de interculturalidad simétricos para el diseño de la normatividad
que trata “lo indígena” en Colombia.
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Capítulo 2 – Estructuras de Organización indígena en la Región Amazónica
Colombiana: “Lo indígena” como alternativa, una oportunidad histórica”.
Esta investigación establece una discusión crítica sobre las condiciones económicas y
sociales en las que viven las comunidades indígenas en Colombia mediante la observación
de la influencia que poseen los lineamientos normativos de política pública impartida por el
Estado sobre las estructuras de organización y producción indígena. Tal discusión se centra
en el marco normativo establecido a partir de la promulgación de la Constitución Política de
Colombia de 1991, en lo relacionado con el reconocimiento y protección por parte del Estado
de la diversidad étnica de la Nación colombiana como parte de su proyecto de identidad
nacional.
En consecuencia, la discusión crítica sobre “lo indígena” asume el reconocimiento y
protección referidos como una relación simétrica en términos de información entre el Estado
y la Nación, dentro de la cual, la cuestión pluricultural supone examinar: las particularidades
que abarca la convivencia entre comunidades e individuos, los contenidos culturales del
territorio y sobre todo, los contenidos culturales que se aceptan y los que no para que los
pueblos identifiquen a otros como iguales, a pesar de sus diferenciales culturales para
abordar problemáticas que en un mismo espacio, como el territorio colombiano, son
esencialmente similares. (Jaramillo, 2004)
De este modo, la discusión sobre “lo indígena” se alinea a lo expuesto por Jaramillo (2004):
“Cuando los indígenas, los así llamados “objetos de estudio”, hastiados de ser observados,
interpretados y definidos, se “vuelven desobedientes”, exigen ser tenidos en cuenta,
reclaman su propia definición y aspiran a ser sujetos de su propio desarrollo [...]. “Con la
irrupción del otro en la escena” se renueva el lenguaje y toman cuerpo los conceptos de
autonomía, desarrollo propio, multietnicidad e interculturalidad”. (Jaramillo, 2004, P. 14)
En razón a lo anterior, se presenta a continuación un marco general para examinar “lo
indígena” en relación a los conceptos de interculturalidad1, desarrollo propio y autonomía;
luego se describe la situación de la información estadística de las comunidades indígenas

1

Interculturalidad: Una cultura que apropia y se enriquece con elementos de otras culturas y que en aras de construir una
convivencia, prescinde de aquellos elementos circunstanciales y no esenciales de su cultura, que afecta a los otros.
(Jaramillo, 2004, p. 26)
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que habitan la región amazónica colombiana, y se presentan las categorías conceptuales que
estudiaran los antecedentes objeto de estudio de la investigación.
2.1 Lo indígena como punto de partida
“Territorio que es el fundamento de la vida, del pensamiento tradicional y de nuestra
identidad; el territorio como ser vivo, relaciones de armonía con la naturaleza. Lugar
de los sitios sagrados, donde se desarrollan las actividades cotidianas de subsistencia.
El territorio hoy es el resguardo, reconocido por el estado y los terrenos donde se
ejerce ocupación tradicional.” Plan de vida de la Asociación de Autoridades
Indígenas del Resguardo Tikuna, Cocama, Yagua (Aticoya), municipio de
Puerto Nariño, Amazonas, Colombia.

Cuando se analiza la alteridad que representa la cultura indígena en Colombia, ya sea en
espacios académicos o en otros menos formales, parecen existir místicas especiales que
envuelven las discusiones dentro de imaginarios de épocas precolombinas y permean a los
interesados con imágenes de libros de ciencias sociales y comerciales promocionales
trasmitidos por televisión. Esto evidencia una de las realidades que ocasiona que, en
circunstancias trascendentales de la vida social y política del país, “lo indígena” sea visto
como artesanía o como material promocional; como un “algo” desprovisto de relación con
la vida nacional. En relación con esto, el Marco Conceptual de la Misión para la
Transformación del Campo (2014) que adelanta la academia y algunas instituciones
gubernamentales, hace un llamado al fomento del enfoque territorial participativo en política
pública, como el reconocimiento de una ruralidad diferenciada, que se manifiesta a través de
sus habitantes como gestores y actores de su propio desarrollo.
En este sentido, la herencia cultural indígena en Colombia representa una oportunidad para
iniciar procesos de desarrollo coherentes en la ruralidad, pues posee la capacidad de asumir
compromisos desde el territorio, que apoyen al desarrollo nacional en posibles escenarios de
postconflicto. Esto evidencia la capacidad de las comunidades indígenas para lograr la
refrendación de los derechos culturales para los habitantes rurales por parte del Estado. De
este modo, en un esfuerzo por contextualizar lo anterior, la investigación se basará en lo
expuesto por el libro: Los indígenas colombianos y el Estado: Desafíos Ideológicos y
Políticos de la Multiculturalidad, del antropólogo Efraín Jaramillo y el Grupo Internacional
de Trabajo sobre Asuntos Indígenas (IWGIA).
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Tras una historia de más de 400 años adversa a “lo indígena” en el contexto político y social,
se hace difícil sentar un paralelo entre aquellas comunidades que habitaron el territorio
colombiano en la época prehispánica y aquellas que hoy en día son reconocidas por un
Estado y habitan en zonas particulares del mismo territorio. Los hechos trascurridos entre
estos siglos han significado una lucha permanente de las comunidades indígenas por la
pervivencia; ya sea contra el exterminio físico en la época de la colonización española o en
la lucha actual por mantener su cultura frente a una lógica homogeneizadora impartida por
el sistema económico y político del país. De este modo, como lo expresa Jaramillo (2004):
“lo indígena” en Colombia se basa en las luchas por la recuperación de las tierras arrebatadas
a los ancestros indígenas y en la “restauración” de las organizaciones tradicionales para
decidir autónomamente sobres sus pueblos.
En este sentido, los conceptos de territorio y autonomía se hacen inseparables, pues las
formas de distribución territorial y organización indígenas dependen del vínculo dual
“Comunidades Indígenas – Estado”, lo cual constituye una garantía para la supervivencia de
la cultura indígena en un contexto pluricultural. En efecto, Polanyi (2007) expresa que el
descubrimiento más destacable de la investigación histórica reciente es que las relaciones
sociales de los hombres envuelven su economía, lo cual, en el caso colombiano se entiende
como la posibilidad de distinguir la relación cultural de las comunidades indígenas con el
territorio que habitan, reafirmando lógicas específicas sobre los factores de producción que
difieren del pensamiento económico capitalista. En otras palabras, el carácter cultural de
estas comunidades concibe relaciones de intercambio colectivas que difieren de las
relaciones de mercado comunes del sistema capitalista. Así, la lógica de estas relaciones
sociales es definida a partir de principios en el comportamiento: por un lado, encontramos
la reciprocidad, la cual tienen como fin mantener la estabilidad del sistema social
establecido, por otro, la redistribución que se concibe como la oportunidad de entregar la
producción colectiva al colectivo. (Polanyi, 2007, P. 89) Lo anterior evidencia por tanto que
la noción de autonomía está íntimamente relacionada con el territorio, la cultura y con las
formas de subsistencia.
En razón a lo expuesto, sin duda la Constitución Política de Colombia de 1991 brinda un
panorama favorable frente a esta diversidad de relaciones productivas, pues enfatiza el
carácter diferencial de la vida indígena como reivindicación por las luchas que han librado
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las comunidades en Colombia a nivel social y político durante el último siglo. De esta
manera, la autonomía indígena en Colombia se entiende desde la década de los 90s, luego
de la promulgación de la carta constitucional, como la capacidad que tienen estas
comunidades de ejercer sus derechos en lo económico, jurídico y administrativo y en su
posibilidad de decidir las formas de gobierno que mejor se ajusten a su cultura y necesidades.
(Jaramillo, 2004)
De esta forma, el carácter extractivo sobre el sector primario que presenta el enfoque
económico colombiano dentro de sus planes de desarrollo2 a partir del año 1990 y su
concordancia con la ortodoxia económica sobre el abordaje de la tierra como factor de
producción, evidencia la negación del carácter cultural que poseen el territorio y los
individuos y por ende su capacidad de decidir autónomamente. En consecuencia, nociones
referidas a lo indígena se dejan de lado para el diseño interdisciplinar de lineamientos
normativos en política pública coherentes con la ruralidad, en particular, nociones como “la
tierra” puede dejar de ser vista como un simple factor de producción, para ser entendida
como un espacio de pertenencia y reproducción socio económica, donde se construye
dinámicamente la identidad del pueblo. (Jaramillo, 2004)
Por consiguiente, conceptos como el de “territorio” venido de la antropología y “Buen
Vivir”3, descrito en las cartas constitucionales de países como Ecuador y Bolivia; están en
línea con la problemática histórica sobre la propiedad y uso de la tierra en América Latina,
que refiere Mariátegui en su análisis de la realidad peruana. Por tanto, los análisis
relacionados con estos conceptos nacen en respuesta a las problemáticas históricas que han
vivido las comunidades indígenas en los territorios, de manera tal que estas formas de
relacionarse con el lugar en que habitan, más que una alter visión del mundo basada en una
cultura pasada, es un lazo culturalmente dinámico que se ha construido históricamente de
cara a sus formas productivas, y a su búsqueda por garantizar su subsistencia. (Jaramillo,
2004) Así mismo, principios de comportamiento como la reciprocidad y la redistribución,

Capitulo II – Convergencia y Desarrollo regional – Caracterización, dinámicas y desafíos. Plan Nacional de Desarrollo
(2010 – 2014) Prosperidad para Todos. Para encontrar el detalle de los lineamientos que establecen los planes de desarrollo
de Colombia, consulte: https://www.dnp.gov.co/Plan-Nacional-de-Desarrollo/.
3
Buen Vivir: Modelo de desarrollo de origen socialista que nace de nociones cercanas a la tradición indígena (Ecuador),
el cual fortalece la cohesión social, los valores comunitarios y la participación activa de los individuos y colectividades en
las decisiones relevantes, para la construcción de su propio destino y felicidad. Recuperado: Gobierno Nacional de la
República del Ecuador (2013), Plan Nacional 2013 – 2017. http://www.buenvivir.gob.ec/.
2
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son las lógicas de intercambio físicas y simbólicas en las que basan sus relaciones sociales,
como base de las formas productivas implícitas en sus estructuras de organización social.
En conclusión, se requiere resignificar “lo indígena” en Colombia para que la academia, la
sociedad civil y el Estado estudien la realidad de las comunidades indígenas de acuerdo a lo
que son hoy en día, siguiendo una lógica simétrica en términos de información en la que es
necesario involucrarse culturalmente.
2.2 Las Comunidades Indígenas en la Región Amazónica colombiana y la Información
Estadística
La medición estadística a través de indicadores que interpreten la realidad social y
económica en la amazonía colombiana es relevante para la correcta acción de las
organizaciones estatales en la región, sin embargo, la información estadistica para la región
amazónica presenta algunas limitaciones. Esta situación fundamenta que el Estado
colombiano no tenga control y pueda prever acciones que eviten afectaciones sobre estas
comunidades. Por ejemplo, en 2010 la Organización Nacional Indígena de Colombia (ONIC)
lanzó una campaña internacional por la supervivencia de los pueblos indígenas colombianos
en riesgo de extinción4. Este riesgo se fundamentó en el impacto de problemáticas sobre el
territorio como el conflicto armado y la pobreza y sus consecuencias.
En este sentido, se presenta a continuación un marco estadístico que destaca algunos datos
observados en el Censo General de 2005 realizado por el Departamento Administrativo
Nacional de Estadística DANE, con el fin de brindar un panorama general sobre la situación
indígena de la región amazónica colombiana en temas como distribución física dentro del
territorio, resguardos indígenas presentes en la región, y etnias habitantes en el territorio. Así
mismo, en este apartado se presentará un análisis sobre los indicadores oficiales utilizados
para la medición de las condiciones de vida de estas comunidades dentro de la región, en lo
cual se busca matizar las limitaciones sobre la información estadística.
La Diversidad Étnica en la Región Amazónica
La región amazónica colombiana comprende seis departamentos: Amazonas, Caquetá,
Guainía, Vaupés, Guaviare y Putumayo. El Instituto Geográfico Agustín Codazzi expresa
Campaña titulada “Palabra dulce, aire de vida: forjando caminos para la pervivencia de los pueblos indígenas
en riesgo de extinción en Colombia”, ONIC, 2010. Disponible en: www.onic.org.co
4
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que, en conjunto, la región tiene una extensión de 403.348 Km2, que corresponden al 35,3%
del territorio continental colombiano.
Una parte significativa de la población indígena en Colombia habita la región amazónica.
Así, el Censo General de 2005 reconoce que la población indígena es de cerca de 93.840
habitantes, distribuidos en los seis departamentos. Esta cantidad representa el 13,2% de la
población censada de la región, y el 6,7% de la población indígena de toda Colombia. Esta
población se distribuye en mayor cantidad en el departamento de Putumayo y Amazonas con
el 47,4%, mientras que en Caquetá, Guaviare, Guainía y Vaupés habita el 52,6% restante.
En el departamento del Amazonas se concentra la mayor parte de la población reconocida
como indígena, aun siendo uno de los departamentos con menor población en la región
amazónica en conjunto; situación que puede presentarse ya que los procesos de colonización
que ha atravesado a lo largo de su historia han sido marginales frente a los procesos de los
demás departamentos. (Meisel Bonilla & Sanchez, 2013)
En este sentido, y ante la idea generalizada sobre la existencia de comunidades indígenas
que habitan solo en medio de la selva, el Censo General 2005 expresa que tan solo en tres
de los 6 departamentos que comprenden la región amazónica, es posible afirmar que el
grueso de la población indígena es rural. Tal situación se presenta en el departamento del
Amazonas con un 11.1% de tasa de urbanización de los pueblos indígenas, mientras que en
Vaupés y Guainía la tasa en estas comunidades supera el 40%. Así mismo, según el CONPES
90 de 20055, la población habitante de los Resguardos Indígenas legalmente constituidos en
la región amazónica es de cerca de 81.864 individuos. De esta manera, es posible observar
que muchos resguardos indígenas son cercanos o hacen parte de áreas urbanizadas. (Meisel
Bonilla & Sanchez, 2013)
En relación a los procesos migratorios de la región, el documento de Geografía Económica
de la Región Amazónica del Banco de la Republica (2013), expresa que esta región es de las
más dinámicas del país en términos de migraciones, en lo cual, cabe resaltar que esta región
es una de las más afectadas por los procesos beligerantes y violentos sobre el territorio, al
presentar la mayor cantidad de población desplazada por la violencia. Por tanto, las tasas de
urbanización altas de algunas comunidades indígenas, la delimitación de resguardos
cercanos a los cascos urbanos y los procesos de desplazamientos masivos a otras regiones,
5

Distribución del sistema general de participaciones vigencia 2005. (DNP, Conpes Social 90, 2005).
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pueden ser resultado de la incidencia del conflicto armado interno colombiano, sobre todo
en el período 1995-2005. El documento expresa que en la Amazonía colombiana han sido
expulsados cerca de 343.908 personas, los cuales corresponden al 10,4% del total de la
población desplazada del país. En específico, los pueblos indígenas y afrocolombianos son
los más afectados por el desplazamiento ocasionado por la violencia, la amenaza para su
vida es el mayor motivo de cambio de residencia en un 12,27% de los indígenas, en un 6,9%
de los afrocolombianos, y en el 1,93% de la población ROM. (Meisel Bonilla & Sanchez,
2013)
Por último, el Censo General de 2005, dicta que en Colombia residen 87 pueblos indígenas
identificados plenamente. En el país, se hablan 64 lenguas amerindias con una gran
diversidad de dialectos que se agrupan en 13 familias lingüísticas. En particular, dentro de
la región amazónica es posible encontrar a las etnias de los Andoke, Barasana, Ingas,
Matapìs, Tikunas, Uitotos, Yaguas, entre otras. Actualmente, existen 710 resguardos
titulados en 27 departamentos y en 228 municipios del país, que ocupan aproximadamente
34 millones de hectáreas, casi el 30% del territorio nacional. Por su parte, los resguardos
indígenas más extensos se encuentran en los departamentos de Amazonas, Vaupés y
Guainía, y en particular, en la amazonía colombiana se encuentran cerca de 78 entidades
territoriales, reconocidas como resguardos, en las que destaca el departamento del Amazonas
con 26 Resguardos, repartidos en 10 municipios. (DANE, 2005)
Limitaciones de la informacion estadistica
En relación con la medición de las condiciones de vida de los habitantes de la región
amazónica, El Observatorio DESC de la Amazonia (2007) describe la existencia de las
siguientes limitaciones en la información estadística: algunos indicadores son inexistentes,
tienen escasa disponibilidad de información, y la información disponible en su mayoría se
presenta a través de metodologías inadecuadas, las cuales mantienen un sesgo hacia lo
urbano y hacia la cultura occidental. Estas limitaciones se ponen en evidencia al considerar
que en la mayoría de comunidades indígenas latinoamericanas la calidad de vida se asimila
normalmente con el ideal del “buen vivir”. (Observatorio DESC Amazonia, 2007)
En la Tabla 1 se muestra una de las particularidades mencionadas; el departamento del
Amazonas se caracteriza por que en el habitan la mayor cantidad de individuos indígenas de
la región, además de ser el departamento con menor tasa de urbanización de comunidades

35

indígenas (11,1). Esto muestra una confluyente necesidad de información estadistica oficial
sobre la zona rural del departamento para caracterizar su realidad económica y social. Sin
embargo, 5 de los 11 municipios que conforman administrativamente el departamento no
cuentan con información estadistica suficiente para realizar una estimación eficiente del
Índice de Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI).
Tabla 1. Necesidades Básicas Insatisfechas - NBI, por total, cabecera y resto, según
municipio.
Personas en NBI

Nota
Aclaratoria

Departamento

Nombre Municipio

AMAZONAS

LETICIA

AMAZONAS

EL ENCANTO

100,00

AMAZONAS

LA CHORRERA

52,89

-

AMAZONAS

LA PEDRERA

58,80

-

AMAZONAS

LA VICTORIA

AMAZONAS

MIRITI - PARANA

100,00

AMAZONAS

PUERTO ALEGRIA

100,00

AMAZONAS

PUERTO ARICA

71,56

-

71,56

-

AMAZONAS

PUERTO NARIÑO

68,26

-

58,35

-

AMAZONAS

PUERTO SANTANDER

100,00

AMAZONAS

TARAPACA (CD)

57,91

Cabecera

Resto

Total

Prop (%)

cve (%)

Prop (%)

cve (%)

Prop (%)

cve (%)

30,86

6,50

54,09

-

37,65

3,77

*

100,00
52,89

-

58,80

-

*
*
*

100,00

30,44

-

100,00
100,00

*

100,00
-

57,91

-

Fuente: Dane, Censo General 2005
Fecha de actualización: Miercoles 29 de Junio de 2011.
* Se asignó el máximo valor de NBI (100%) por no contar con información suficiente para su estimación.

De este modo, el Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE) en
Colombia aplica el Índice de Necesidades Básicas (NBI)6 a las comunidades habitantes de
regiones como la amazonía bajo los parámetros establecidos para todo el país, en
contraposición a la aplicación de indicadores más cercanos a la medición real del capital
social, lo cual arroja como resultado información estadística ineficiente. No obstante, existen
indicadores desarrollados que buscan acoger de una mejor manera las nuevas realidades en
la ruralidad colombiana como el Índice de Calidad de Vida (ICV) 7 desarrollado por el
“La metodología de NBI busca determinar, con ayuda de algunos indicadores simples, si las necesidades
básicas de la población se encuentran cubiertas. Los indicadores simples seleccionados, son: Viviendas
inadecuadas, Viviendas con hacinamiento crítico, Viviendas con servicios inadecuados, Viviendas con alta
dependencia económica, Viviendas con niños en edad escolar que no asisten a la escuela”. Recuperado el 21
de marzo de 2016. www.dane.gov.co/
7
El ICV es un indicador multivariado que tiene en cuenta variables de tipo cualitativo, las cuales,
posteriormente, son cuantificadas. La metodología utilizada es la de componentes principales junto con la de
escalonamiento óptimo. Algunas de las características tenidas en cuenta para su construcción son las
características físicas del hogar (sistema de abastecimiento de agua, recolección de basuras, materiales de pisos
6

36

Departamento Nacional de Planeación, aunque presentan aun características que no acogen
la realidad indígena en razón a su diferencial cultural. En la Tabla 2. Se muestra un
comparativo entre el NBI y el índice de calidad de vida a para el año 2004, en el cual se
evidencian resultados diferenciados que contrastan para el departamento de Guainía,
Vichada y Vaupés una mayor información sobre las precarias condiciones de vida frente a
la estimación supuesta que muestra el NBI. (Observatorio DESC Amazonia, 2007)
Tabla 2. Calidad de Vida en los Departamentos amazónicos con dos metodologías 2004.

Departamento
Amazonas
Caquetà
Guainìa
Guaviare
Putumayo
Vaupès
Vichada
Nacional

NBI
73,40
58,40
100,00
80,00
79,50
100,00
89,80
37,60

ICV
71,70
68,18
55,50
64,10
68,90
54,80
65,55
73,29

Tomado de: (Observatorio DESC Amazonía, 2007, p. 38)

Por otro lado, la Encuesta de Calidad de vida 2015 (Septiembre / Octubre) que busca
cuantificar y caracterizar las condiciones de vida de los colombianos incluyendo variables
relacionadas con la vivienda, las personas y los hogares, evidencia otra situación que
caracteriza las limitaciones de la información estadística disponible para la región
amazónica. La Tabla 2. muestra la información sobre la distribución porcentual por acceso
a servicios públicos, según la región y el área (cabecera - centros poblados y rural disperso).

y paredes, etc.) y de educación (escolaridad y asistencia escolar). Vale la pena indicar que este índice puede
tomar valores entre 0 y 100, en donde valores cada vez más grandes representan mejores condiciones de vida
del hogar. Documentos de Trabajo sobre Economía Regional, Dimensión Espacial de la Pobreza en Colombia,
Gerson Javier Pérez. Nº 54, enero 2005. Banco de la Republica.
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Tabla 3. Distribución porcentual por acceso a servicios públicos, según regiones del país y
área (cabecera - centros poblados y rural disperso)

REGIONES Y ÁREAS

TOTAL NACIONAL

BOGOTÁ
ORINOQUÍA AMAZONÍA

ENERGÍA
TOTAL
ELECTRICA
HOGARES
(%)

GAS
RECOLECCIÓ
NATURAL
ACUEDUCTO ALCANTARI
N DE
CONECTADO
(%)
LLADO (%)
BASURAS
A RED
(%)
PÚBLICA (%)
62,5
89,9
77,0
82,3

TELÉFONO
FIJO (%)

NINGÚN
SERVICIO (%)

TOTAL

14 101

99,0

32,6

0,7

CABECERA
CENTROS
POBLADOS Y
RURAL DISPERSO
TOTAL

11 126

99,9

76,1

97,6

93,1

97,3

40,6

0,0

2 974

95,6

11,7

61,2

16,8

26,1

2,5

3,3

2 490

99,9

90,8

99,9

99,6

99,9

60,0

0,1

CABECERA

2 490

99,9

90,8

99,9

99,6

99,9

60,0

0,1

TOTAL

224

100

26,6

92,8

94,5

98,9

10,0

-

CABECERA

224

100

26,6

92,8

94,5

98,9

10,0

-

FUENTE: DANE - Encuesta Nacional de Calidad de Vida 2015

De este modo, al igual que en la aplicación del NBI por parte del DANE, la encuesta
evidencia la inexistencia de información estadística relacionada con los centros poblados y
rurales dispersos de la región Amazónica, hecho que se repite en la mayoría de los
componentes de la encuesta, además de hacer énfasis en condiciones lejanas de la vida
cultural indígena en las zonas rurales8.
En síntesis, las barreras físicas del territorio características de la región amazónica
colombiana que impiden la consecución de la información por parte de las entidades estatales
y el carácter metodológico de los indicadores oficiales que tienden a lo urbano obvian
información estadística relevante sobre la ruralidad, y en este caso, sobre las comunidades
indígenas y sus diferenciales culturales. En consecuencia, el estudio de la realidad social y
económica de las comunidades indígenas dentro de este tipo de regiones demanda la
consecución de marcos investigativos basados en métodos cualitativos que garanticen la
correcta interpretación de su realidad y valoren el carácter diferencial que la riqueza cultural
de estas comunidades ejemplifica.
2.3 Antecedentes Objeto de Estudio: Análisis de la realidad indígena a través del
vínculo “Comunidades Indígenas – Estado”
En esta apartado se desarrollará la construcción del conjunto de individuos – casos a través
de una revisan de literatura orientada a estudios de campo que cumplan con la caracterización
de los individuos parametrizada para la aplicación del modelo metodológico. De esta

8

Para información relacionada con esta afirmación es posible consultar: Anexos Encuesta Calidad de Vida
2015. www.dane.gov.co.
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manera, se establece el uso de las fuentes de información secundarias en la investigación
para explicitar el conjunto de individuos objeto de estudio.
Lo anterior en el entendido que la propuesta metodológica brinda al investigador tres
opciones para la consecución de la información objeto de estudio: 1) Realizar estudios de
campo como metodología en la recolección de información primaria, 2) Realizar estudios
analíticos por medio de fuentes secundarias seleccionadas bajo parámetros teóricos, 3)
Realizar una combinación de fuentes primarias y secundarias. En efecto, la presente
investigación enfatizó el uso de fuentes secundarias en la consecución de un conjunto de
antecedentes que se ajustaron a los parámetros que caracterizan a los individuos. De esta
manera, en términos matemáticos, los individuos que describe el modelo metodológico
corresponden a particiones específicas acordes a la teoría de conjuntos, en un ejercicio de
segmentación y enfoque sobre una colección aún mayor de individuos.
No obstante, el estudio no se enfoca en los individuos como unidad de comparación sino en
los antecedentes históricos en los que estos individuos se encuentran involucrados, de
manera tal que la aplicación del modelo metodológico cumple con una importante tarea;
enfocar el objeto de estudio de la investigación (individuos) mientras sienta las bases para
armonizar sus bases conceptuales y el supuesto de interculturalidad. En otras palabras, el
modelo responde a estudios sobre comunidades con un diferencial étnico en Colombia, en
las que el supuesto de “relacionamiento”, explora en sí mismo los procesos de
interculturalidad.
En este marco, la aplicación del modelo metodológico permitió seleccionar los siguientes
estudios de campo a través de la revisión de literatura, como base para el análisis de los
procesos de interculturalidad implícitos en la formalización del vínculo “Comunidades
Indígenas – Estado” que se desarrollará en el Capítulo 3, mediante la construcción de la
“Capa normativa” del modelo.
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Tabla 4. Relación de antecedentes seleccionados para el estudio y sus características
Estudio de Campo
Características del Estudio
El estudio trabaja con Comunidades indígenas habitantes del
Mujeres indígenas,

municipio de Leticia. En específico, mujeres indígenas que habitan

globalización, alimentos y

en el casco urbano y las zonas rurales, dentro del municipio de

políticas sociales en el Trapecio

Leticia, al sur del Trapecio Amazónico colombiano, donde viven

Amazónico.

cerca de 27 comunidades indígenas. El Ejercicio investigativo fue
realizado durante los años 2009 y 2010.
El estudio se realizó con la comunidad Murui del cabildo Monaya

Plantas útiles en una comunidad
indígena murui-muinane
desplazada a la ciudad de
Florencia (Caquetá-Colombia)

Buinaima. En el momento del estudio la comunidad estaba
conformada por setenta familias, doscientas ochenta y seis personas,
la mayoría desplazadas del municipio de Solano, en el medio y bajo
Caquetá. Los Murui son conocidos también como Uitoto. El ejercicio
investigativo se realizó en el periodo entre octubre de 2006 y enero
de 2007, y en diciembre de 2008; se entrevistaron ocho mujeres y
nueve hombres adultos del cabildo Monaya Buinaima en Florencia.
El estudio se realizó con la Asociación de Autoridades Indígenas del
Resguardo Tikuna, Cocama, Yagua (Aticoya), municipio de Puerto

Planes de desarrollo y planes de

Nariño, Amazonas, Colombia y en los cabildos de las comunidades

vida: ¿diálogo de saberes?

de los ríos Amazonas y Loretoyacu. El ejercicio investigativo se
realizó en el año 2010; incluye información de estudios anteriores e
información etnográfica recopilada desde el año 2006.
El estudio se realizó en Yahuarcaca (Amazonas) en contacto con la

El manejo indígena del mundo

comunidad del Resguardo Indígena tikuna – cocama durante el año

global: el caso de los tikuna de

2014. El territorio se asienta sobre un sistema lagunar formado por

Yahuarcaca

un brazo abandonado del canal principal del río Amazonas y es
alimentado por los nacimientos que forman la quebrada Yahuarcaca.

Fuente: Elaboración propia.

2.3.1 Descripción de los antecedentes objeto de estudio
Innumerables son los casos en Colombia sobre procesos de interculturalidad presentes en los
modos de vida indígena: el lazo implícito que presenta su cultura con la tierra y otras etnias,
las luchas beligerantes que han librado y hasta la articulación de sus planes de vida a la
planeación del desarrollo nacional, son muestras evidentes de la comunicación constante que
se da entre las formas de organización indígena y el mundo que les rodea. No obstante, esta
comunicación revela, en múltiples casos, la subordinación de la herencia ancestral indígena
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ante lógicas externas, confluyentes hacia procesos de aculturación y pérdida de identidad.
(Jaramillo, 2004)
Por consiguiente, dentro de este apartado, la investigación busca identificar a través de la
revisión de los estudios enunciados en la Tabla 4 los antecedentes relacionados con cambios
en las formas productivas y culturales que se presentan al interior de la estructura
organizacional de las comunidades indígenas de la amazonía colombiana, de acuerdo a los
conceptos de capital social y simbólico desarrollados por Bourdieu (2000). De esta manera,
el reto que asume esta investigación es aplicar un marco interdisciplinar concebido desde la
sociología económica, que permita dilucidar aquellos cambios presentes en los modos de
vida de las comunidades indígenas en la región amazónica como consecuencia de la
influencia normativa proveniente del Estado, para luego definir los posibles aportes y
sugerencias a las metodologías de planeación de la política pública en términos de
intervención diferenciada a nivel cultural, social y política. Por tanto, se realiza a
continuación la presentación de los antecedentes escogidos para la investigación, para los
cuales se describe la metodología utilizada para su recolección. La pregunta que plantea la
investigación, será utilizada en este apartado como el cuestionamiento base para la reflexión.
En razón a lo descrito en el párrafo anterior, los antecedentes se abordarán a través del uso
de métodos cualitativos, en particular del recurso de la revisión de literatura. Así, los
antecedentes se agruparán a través de las siguientes categorías conceptuales: modelo de
organización productiva, cultura y entorno institucional. Estas categorías agruparan los
hechos, de manera tal que la investigación logre contrastar los cambios identificados en las
estructuras de organización indígena frente a lo examinado por el capital social y simbólico
para el estudio de los procesos de interculturalidad.
Si bien este apartado es abundante en citas textuales, las mismas son necesarias para evitar
la reinterpretación de los hechos expuestos a la luz de la metodología presentada y la base
conceptual desarrollada por Granovetter (1973) y Bourdieu (2000).
Modelos de organización productiva de las comunidades indígenas
El estudio de campo “Mujeres indígenas, globalización, alimentos y políticas sociales en el
Trapecio Amazónico” (2013) menciona que, en el municipio de Leticia, al sur del Trapecio
Amazónico colombiano, viven 27 comunidades indígenas. “Tradicionalmente estas
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poblaciones han mantenido durante siglos una economía de autoabastecimiento y una dieta
basada en la caza, la pesca y la recolección de recursos del bosque y sus aguas, así como el
cultivo rotativo de productos domesticados en sus chagras”. La chagra9 es el cultivo de pan
coger que garantiza el autoabastecimiento en estas comunidades, y se caracteriza por su
enfoque hacia el género femenino. De esta manera, la chagra es primordial en el modelo
productivo, ya que explica por qué los recursos en estas comunidades son manejados por las
mujeres. (Palacio & Nieto, 2013) Por esta razón, el estudio llama la atención sobre cómo los
recursos monetarios que puedan percibir estas comunidades afecta “la reproducción de la
fuerza” productiva al interior de las comunidades, ya que modifica el papel central de la
chagra. Esto, ya que “por habitar en las cercanías de la ciudad de Leticia, el acceso a bienes
de mercado ha constituido que familias indígenas dependan cada vez más de alimentos
provenientes de un mercado local”. (Palacio & Nieto, 2013, p. 79)
En este sentido, Palacio & Nieto (2013) suponen que “al recibir las mujeres recursos
monetarios de programas gubernamentales10, las consecuencias sobre la producción
alimentaria son inescapables, ya que ellas eventualmente cuentan con un recurso inesperado
que de otro modo deberían conseguir a través de la venta de sus productos de la chagra”.
(Palacio & Nieto, 2013, P. 105)
Así, Palacio & Nieto (2013) referencian que, en el caso de las mujeres indígenas, no se
encontraron cambios significativos pese al ingreso recibido, sin embargo, afirma que faltaría
explorar en detalle los gastos de las mujeres indígenas que administran los recursos en las
familias pertenecientes a estas comunidades. “Una hipótesis en el trabajo de campo fue que
parte de ese dinero se pudo haber desviado hacia alimentos que no hacen parte de la dieta
tradicional, por lo que se abrió el campo a los gastos en pasta, arroz, azúcar, pescado
enlatado, debilitando la chagra. Allí la dieta tradicional se pudo haber trastocado, asunto más
evidente en las mujeres que ya viven en el casco urbano”. Otra opción que supone el estudio
es que las mujeres indígenas pudieron gastar sus dineros en otro tipo de productos de fácil

9

De la chagra los indígenas se alimentan en lo físico, moral e intelectual; de allí se nutre diariamente el conocimiento para
poder tener buena vida y vivir sanos. La chagra es la que garantiza a los indígenas su seguridad alimentaria,
complementándola con otros productos de la naturaleza, como la pesca y la caza y demás productos que nos ofrece la
naturaleza. La chagra es la fortaleza de la familia indígena, de ella depende la autonomía para planear trabajos y actividades
ceremoniales. Tomado de: (Rodríguez, 2014, p. 309 – 326).
10 Familias Guardabosques, sustituidas por Familias en Acción, y la Red de Seguridad Alimentaria, RESA, son programas
gubernamentales administrados por la Agencia Presidencial para la Acción Social. Esta entidad fusionó otras dos
entidades, la llamada Red de Solidaridad y la Agencia Colombiana de Cooperación Internacional. Tomado de (Palacio &
Nieto, 2013)
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acceso: las confecciones y los cosméticos. En referencia expresa lo siguiente: “Lo curioso
es que almacenes de ropa muy barata han proliferado, tipo La Regalía y Tierra Santa, donde
se vende baratísimo en grandes cantidades. Se trata de lugares atractivos para cautivar el
deseo femenino. También ha proliferado la venta de ropa femenina y calzado por catálogos.
Los comerciantes no han sido pasivos frente a la distribución de dinero en efectivo a
poblaciones femeninas cuyas prácticas hasta hace poco, a diferencia de los hombres, estaban
alejadas del mundo monetario.” (Palacio & Nieto, 2013, P. 108)
Este antecedente es presentado por Palacio & Nieto (2013) como evidencia de la ejecución
de los programas gubernamentales Familias en Acción y Red de Seguridad Alimentaria
RESA entre los años 2000 y 2013 en materia de seguridad alimentaria y atención diferencial.
Estos representan, según el estudio, un posible choque entre los objetivos de las entidades y
el concepto de soberanía, mientras son relativamente ajenos al concepto de autonomía. En
efecto, los recursos de transferencias, asociados a las reformas de la descentralización
implantadas en el país desde la promulgación de la Constitución Política de 1991, han jugado
un papel central en la redefinición de la reproducción social, en particular, a través de la
entrega de recursos monetarios que, eventualmente, pueden sustituir los incentivos para
producción de alimentos por parte de los mismos consumidores indígenas, afectando de
forma indirecta el modelo autónomo de soberanía sobre la producción de alimentos que
presentan estas comunidades. Sin embargo, pese a los cambios que se describen como
consecuencia de la irrupción del mercado local, la chagra ha logrado mantenerse como
referente de identidad indígena, con una particular connotación en lo femenino. Por esta
razón, es posible intuir que la comunicación presente en las nuevas relaciones, es en sí
misma, un proceso de articulación y adaptación a nuevas lógicas desde lo indígena. (Palacio
& Nieto, 2013)
Otro antecedente relevante en la categoría es presentado por el estudio de campo “Planes de
desarrollo y planes de vida: ¿diálogo de saberes?”, este contrasta los planes de desarrollo
estatales y el plan de vida11 desarrollado por la Asociación de Autoridades Indígenas del
Resguardo Tikuna, Cocama, Yagua (Aticoya), municipio de Puerto Nariño, Amazonas,
Colombia. Así, busca ilustrar el proceso de adaptación y comunicación de la vida indígena
11

La particularidad de los planes de desarrollo en los territorios indígenas, presenta a la Organización Nacional
Indígena de Colombia (ONIC) como la autora del concepto de “Plan de Vida”, en el cual, resaltan la necesidad
de construir una visión propia del desarrollo, que permita cumplir con los lineamientos constitucionales en
conjunto con las metas que se planteen las organizaciones indígenas.
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con la planeación nacional, en relación con los programas y proyectos desarrollados por
entidades del Estado en esta comunidad.
En este sentido, el antecedente descrito a continuación muestra la ejecución de dos proyectos
por parte de la Agencia Presidencial para la Acción Social en los resguardos de la Asociación
de Autoridades Indígenas del Resguardo Tikuna, Cocama, Yagua (Aticoya): El proyecto
Red de Seguridad Alimentaria (RESA), entre 2006 y 2007, y el programa Familias
Guardabosques, entre el 2002 y 2006.
La ejecución del proyecto Red de Seguridad Alimentaria (RESA), “lo coordinó la Unidad
Municipal de Asistencia Técnica Agropecuaria (UMATA) y contó con la colaboración del
resguardo Aticoya y del Instituto Amazónico de Investigaciones Científicas Sinchi12,
beneficiando a quince comunidades. El resguardo aportó $30 millones, Acción Social $60 y
la alcaldía $15. El proyecto repartió y sembró hortalizas, aves y especies menores, y entregó
algunas herramientas de trabajo”. (Vieco, 2010, P. 143) En efecto, “el proyecto RESA
incluía entre sus componentes la cría de especies menores, gallinas y cerdos. Se adquirieron
y distribuyeron entonces las denominadas “gallinas ponedoras”, originarias del interior del
país, pero sin adaptación ni resistencia a las condiciones ambientales de la amazonía. En el
caso de los cerdos se privilegiaron marranos que adquieren peso en poco tiempo –como el
jersey–, pero que al igual que las ponedoras no tienen defensas para afrontar los rigores del
clima amazónico”. (Vieco, 2010, P. 143)
La ejecución del Programa Familias Guardabosques, “tiene como punto de partida la entrega
por parte del Estado de un subsidio de $420.000 (US$210). De esta suma, en el caso de las
comunidades del resguardo Ticoya de Puerto Nariño, la mitad se entrega en efectivo a cada
persona certificada por el resguardo y la otra mitad debe ahorrarse obligatoriamente, en una
cuenta de ahorros en el Banco Agrario. En términos generales el programa tiene por objeto
reforzar los sistemas productivos y la seguridad alimentaria, para que las familias no se vean
obligadas a destruir la selva con el fin de sembrar hoja de coca”. (Vieco, 2010, P. 144)
Además del dinero en efectivo, las comunidades recibieron herramientas como machetes,
limas, azadón, pala, semillas y capacitación acerca de técnicas de elaboración y utilización
de compost, sistemas de cajoneras y siembra”. (Vieco, 2010)
12

Entidad de investigación científica y tecnológica de alto nivel, comprometida con la generación de conocimiento, la
innovación y transferencia tecnológica y la difusión de información sobre la realidad biológica, social y ecológica de la
Jurisdicción (LETICIA). http://www.sinchi.gov.co/.
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De acuerdo con Vieco (2010), los resultados de la implementación del proyecto y el
programa no fueron los esperados; en el primero, referido a la seguridad alimentaria, los
animales suministrados a la comunidad murieron por pestes ocasionadas por su falta de
adaptación al medio. Cabe anotar, que los agentes partícipes en la cadena comercial que se
encargó de suministrar los insumos para el proyecto fue (aparentemente) la única beneficiada
en el proceso de ejecución: “las empresas donde se adquirieron los animales, las que los
transportaron hasta las comunidades, las que vendieron los insumos –concentrados, vacunas,
etcétera”. (p. 143) En el segundo, referido a la protección del medio ambiente y lucha contra
las drogas ilícitas, el estudio enfatiza que las herramientas que se entregaron a la comunidad
eran de muy mala calidad, que del uso de las semillas sólo algunas hortalizas pudieron
adaptarse, y esto sobre todo por los cuidados de las señoras indígenas a cargo de los cultivos,
y que los sistemas de compost y de cajoneras eran ya conocidos por la comunidad, aun con
mayor experiencia que aquellos técnicos encargados de los talleres de capacitación.
En conclusión, Vieco (2010) caracteriza la ausencia de un dialogo de saberes entre las
entidades y las comunidades intervenidas que permita atender la realidad económica y social
de poblaciones con un diferencia cultural, territorial y étnico. Como expresa el estudio, los
proyectos no permitieron el desarrollo del capital social, pues les negó a las comunidades
del resguardo la posibilidad de generar una estructura social comunitaria (red) aún más
amplia, que asumiera la continuidad del proyecto por encima de la ejecución responsabilidad
de la entidad. Además, es evidente que los proyectos fueron tomados bajo un ejercicio de
buenas prácticas, en el cual, se negó el conocimiento de lo local y la experiencia de las
mismas

comunidades,

para

enfocar

los

esfuerzos

hacia

resultados

efectivos

(Interculturalidad). (Vieco, 2010)
El estudio de campo “Planes de desarrollo y planes de vida: ¿diálogo de saberes?”, presenta
otro antecedente relevante en el desarrollo de la categoría. Este muestra la distribución
organizacional de las comunidades habitantes de los resguardos de Aticoya, como una
respuesta a las lógicas productivas que demanda el Estado para brindar apoyo a nivel técnico
e institucional a las comunidades indígenas. Estas lógicas dejan por sentada una idea referida
al mercado, que ha de exponerse a lo largo del antecedente; las iniciativas deben generar
ingresos.
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Así, el estudio expresa en un principio que el plan de vida del Resguardo Puerto Nariño
(Resguardo miembro de Aticoya) tiene características particulares frente a otros resguardos
ubicados en el municipio de Leticia. Este tiene una extensión de 140.623 ha, tiene una
población de cerca de cinco mil habitantes, e incluye veintidós comunidades con sus
respectivos cabildos locales. “Con el fin de planificar eficientemente las acciones en el
conjunto de las comunidades y, en especial, las que se dirigen a generar ingresos, la
Asociación Aticoya ha dividido el resguardo en tres sectores productivos: el primer sector
productivo, artesanal, ubicado en las comunidades cercanas a Puerto Nariño como 20 de
Julio, Patrulleros, Valencia y Puerto Esperanza, está en sus inicios y hasta el momento no ha
recibido recursos ni apoyo institucional estatal o de ONG; el segundo sector [dirige sus
actividades a la creación de una empresa comunitaria de transformación de productos
(Maíz)], y se halla en el área de influencia del río Amazonas y comprende las comunidades
de Naranjales, Pozo Redondo, Boyawasú y Siete de Agosto; y el tercero, organizado en torno
al etno turismo y al fomento y la cría de especies menores –aves, patos y gallinas–, la
piscicultura y la ganadería, en San Juan del Socó”. (Vieco, 2010, P. 150) En razón a esto, se
contrastarán a continuación los sectores mencionados frente a comentarios, tomados por el
estudio, de los habitantes del resguardo:
En el caso del segundo sector, en el cual el enfoque es la creación de una empresa que
transforme productos primarios, el estudio refiere que hacia el año 2000 las mujeres del
resguardo se organizaron y fundaron la Asociación de mujeres de Naranjales. Un miembro
de la comunidad de Naranjales dice, a propósito de la asociación: (Vieco, 2010, P. 151)
“También sobre el maíz anteriormente nació la idea de conseguir esa máquina, la desgranadora,
porque hace diez años atrás, aquí los de la comunidad, aquí siempre se trabajaba en gran
cantidad de maíz, no es cierto, hasta yo mismo tenía mis maizales. Hace unos cinco años se
organizaron las señoras, aquí hay una organización de señoras, tiene su mesa directiva, […].
Fue un proyecto que se emprendió para ayudar a ese sistema de trabajo, para ayudar a la
asociación de mujeres. La asociación de mujeres fue la que consiguió financiarlo, hizo una fiesta
grande y se financió ese proyecto, dos años después de que se pasó.”

Explica el estudio, que la intervención de entidades como el Sena es fundamental para poner
en marcha iniciativas productivas (Referido a la generación de ingresos), pues asume un
papel directivo en la capacitación de los proyectos que impliquen algún manejo de tecnología
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o capacitación, como contabilidad, administración de microempresas, gestión y liderazgo
del proyecto. (Vieco, 2010, P. 152)
“Pero esto, cómo lo puede decir, disminuyó el trabajo de la gente, en vez de seguir trabajando,
sacando más maíz, llegó la máquina, mire que ya más nadie quiso trabajar el maíz. Antes la
máquina ahora está ahí (señalando una casa).”

En el caso del tercer sector productivo, el cual está organizado en torno al etno turismo y al
fomento y la cría de especies menores, la piscicultura y la ganadería, el estudio observa lo
siguiente: “El etno turismo está centrado en la comunidad de San Juan del Socó. […] A partir
del año 2000, la gente de la comunidad del Socó comenzó a gestionar el proyecto de etno
turismo. Las cabañas se habían venido deteriorando hasta que en 2008 y 2009 se destinaron
recursos de participación del resguardo para su reparación. La capacitación también la
imparte el Sena, pero, al igual que en los proyectos productivos anteriores, la institución les
exige a los bachilleres asumir una jornada disciplinada de trabajo, de horarios estrictos, con
el resultado previsible: ninguna de las personas que han seguido las capacitaciones ha
continuado al frente del trabajo de ecoturismo. Además, estas capacitaciones en turismo
están atadas a las normas nacionales e internacionales de etiqueta y de “servicio al cliente”
que caracterizan esta actividad”. Doña Lidia Ramos, ex curaca de la comunidad del Socó y
que conoce de primera mano la situación del proyecto, expresa lo siguiente: (Vieco, 2010,
P. 154)
“Esas son las prioridades: los animales y las cabañas. Pero no sé cómo hacer con publicidad
para que lleguen los turistas, porque así va a ser un beneficio para la comunidad. Y esas cabañas
están dotadas con todo, como en una residencia para que el turista se sienta cómodo, porque las
cabañas tienen todo lo necesario, pero faltan algunas cosas, hamacas, toldillos, etcétera. […]
Nos fuimos al Banco de la República y en Cámara de Comercio y hasta recibimos el diploma de
capacitación en turismo: artesanía, cerámica, tejido, yanchama, alojamiento.”

Para este mismo sector, en los terrenos de la finca El Japón, donde en la actualidad se asienta
la comunidad de 12 de Octubre, en las comunidades de Puerto Rico, Santa Teresita y en
otras del Loretoyacu, hay pastos cultivados por los antiguos ocupantes, con una extensión
entre 40 y 50 hectáreas. El curaca de la comunidad de 12 de Octubre expone sus argumentos:
(Vieco, 2010, P. 156)
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Esto era una finca. Y esto lo compramos nosotros mismos con la plata de las transferencias. Era
de Modesto Sanabria. Y nos reubicamos, porque unos vienen de San Juan del Socó, otros se
fueron para abajo, vinieron también unas familias de Boyawasú. Llevamos aquí de estar
reubicados hace catorce años. Lo de Sanabria era solo 3 ó 4 hectáreas. El tigre andaba mucho
en esa época, se comía ganados, chivos, perros, gallinas.

En síntesis, Vieco (2010) expone hechos que permiten caracterizar una lógica indiferente
por parte de las entidades estatales en su intervención ante la realidad de las comunidades
indígenas, lo cual expresa en perspectiva, una intervención en demérito del capital social y
simbólico de la tradición indígena. En otras palabras, la intervención de las entidades
estatales no concibe un “diálogo de saberes”, que permita direccionar los resultados de las
iniciativas que adelantan con estas comunidades. Lo anterior genera resultados inesperados,
tales como la afectación indirecta de las estructuras de organización de las comunidades, sus
formas productivas y hasta la visión cultural de su entorno. En razón a lo anterior y a los
hechos presentados, es posible intuir la necesidad que tienen estas entidades de entablar
relaciones que son comunes al mercado de manera prioritaria en su intervención, como la
generación de ingresos.
El estudio de campo: “El manejo indígena del mundo global: el caso de los tikuna de
Yahuarcaca” realizado en contacto con la comunidad del Resguardo Indígena tikuna-cocama
de La Playa que se asienta sobre un sistema lagunar formado por un brazo abandonado del
canal principal del río Amazonas y es alimentado por los nacimientos que forman la
quebrada Yahuarcaca. Está conectado por agua y por tierra al casco urbano de Leticia, en el
departamento del Amazonas colombiano, donde las siguientes comunidades se asientan: La
Playa, La Milagrosa, Castañal, San Sebastián de los Lagos, San Antonio, San Pedro y San
Juan de los Parente, predominantemente tikunas. (Cassú, 2015)
De esta manera, se explicita a continuación el pensamiento de los habitantes del resguardo
sobre la producción de alimentos dentro de su comunidad en relación a la ejecución de
proyectos por parte de entidades estatales dentro de su territorio. El estudio realiza la
siguiente precisión sobre los proyectos que en la comunidad se ejecutan: “La sobreoferta de
proyectos es frecuentemente percibida por los comuneros13 como una nueva bonanza
económica. Esta bonanza incide de forma inversamente proporcional en el compromiso de

13

Expresión que usa Cassú (2015) para referirse a los habitantes indígenas del resguardo.
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la población, que ve pasar proyectos, con sus técnicos, sus bonificaciones y sus materiales,
como pasan las subiendas de pescado. En muchos casos la percepción de la gente es que los
proyectos aterrizan en sus comunidades no tanto para resolver sus necesidades, sino las
necesidades de los organismos e instituciones de origen: “A nosotros nos dan regalos
mientras ellos se quedan la plata”, explica J. Montero, de La Playa, con relación al programa
de Familias en Acción del Departamento de Protección Social. (Cassú, 2015, P. 57)
Del mismo modo, un habitante de la comunidad comenta lo siguiente: “Henry Clímaco,
adulto cocama de La Playa, relativiza la importancia tanto de la dificultad de autoabastecerse, como de los subsidios e incentivos que reciben participando en algún proyecto.
Dice que nadie se queda sin comer, pues por ejemplo a él mismo, cuando no tiene, su suegro
le da, y viceversa. En la comunidad hay cada vez más gente que trabaja como asalariada en
Leticia, pero lo que se obtiene fuera se redistribuye dentro a través de las redes de
reciprocidad que forman los grupos familiares”. (Cassú, 2015, P. 60) Por consiguiente, se
muestra una comunicación constante entre las lógicas de producción y distribución de la
comunidad indígena del resguardo, frente a nuevas instituciones como el trabajo asalariado.
En este sentido, el estudio afirma: “El papel del mercado y la importancia de la chagra
pueden variar bastante en función de cada comunidad. Así, por ejemplo, según los datos
cuantitativos de Wood14, en La Playa al 100% de la población le gusta vivir de la chagra, el
50% tiene otros empleos complementarios y el 0% quisiera tener que abandonar la chagra.
En San Pedro, solo algunos miembros de la familia que conforma la comunidad se dedican
al turismo como actividad complementaria. Pero todos tienen chagra y viven de ella.
Podríamos decir otro tanto de la pesca, que representa no solo la entrada proteínica principal,
sino una de las características culturales fundamentales de los tikuna […]. La yuca, la fariña,
la piña, las uvas, el asaí o los peces, son productos de consumo, de intercambio, de regalo y
de venta a través de los cuales se organizan las formas de producción y reproducción social.”
(Cassú, 2015, P. 60)
En conclusión, Cassú (2015) contrasta una posible desarticulación entre las entidades que
actúan sobre las mismas comunidades, una negación de los procesos de interculturalidad
necesarios para la intervención y fines tendientes a la generación de ingresos (mercado). Esto

14

Alan Wood. Datos sin publicar tomado por Cassú (2015) de: Globalización y sociedades locales: ¿es posible el desarrollo
propio? En: Juan Álvaro Echeverri y Catalina Pérez Niño (eds.). Amazonia colombiana. Imaginarios y realidades, P. 325345.
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ocasiona, que el impacto positivo en términos de su intervención sobre la realidad de las
comunidades sea mínimo y en algunos casos, difícil de valorar en términos del capital social.
Así mismo, se presenta un particular que es de anotar: “el grado de dependencia al mercado
que tenga una familia tikuna resulta en gran medida del hecho de poder tener chagra, poder
pescar (autoconsumo) y tener familia (alianzas de reciprocidad)”. (Cassú, 2015, P. 60) Lo
anterior, contrasta en conjunto, como el reconocimiento del diferencial étnico por parte del
estado y sus instituciones es aún una realidad incompleta que carece de una integración real
de las comunidades indígenas a la vida social, lo cual, se convierte en una de las principales
problemáticas para la adopción de una verdadera autonomía por parte de las comunidades
indígenas en Colombia.
Cultura
El estudio “Plantas útiles en una comunidad indígena murui-muinane desplazada a la ciudad
de Florencia, Caquetá” (2010), realiza un análisis etnobotánica para la comunidad del
cabildo Monaya Buinaima. Los Murui-muinane o Murui son un grupo indígena ubicado
originalmente en las riberas de los ríos Caraparaná, Igaraparaná y Caquetá. Sin embargo, en
el momento del estudio la comunidad estaba conformada por setenta familias (Doscientas
ochenta y seis personas) y la mayoría eran familias desplazadas del municipio de Solano, en
el medio y bajo Caquetá. (Frausin et al, 2010)
En este sentido, Frausin et al (2010) menciona que los Murui adquieren algunas de plantas
en el mercado local o por medio de campesinos del área, o en los fragmentos de bosques
cerca o dentro de la ciudad. “Las 54 especies de plantas usadas por el grupo Murui
desplazado a la ciudad de Florencia corresponden al 19% del total de plantas útiles (278
especies) registradas para una comunidad en el Putumayo (Colombia), rodeada de bosques
en buen estado de conservación y conformada por unas ciento cincuenta personas. La
pérdida de tierra y, por tanto, de recursos vegetales, es una consecuencia obvia del
desplazamiento a la ciudad. En ambientes urbanos, el desuso o reemplazo de especies
vegetales es inevitable debido a la disponibilidad limitada de recursos vegetales o de
espacios para cultivar las especies culturalmente importantes. Por ejemplo, las variedades de
yuca brava y mansa, ambas cultivadas y usadas con frecuencia en la preparación de
alimentos como el casabe y la cahuana, ahora se adquieren ocasionalmente en el mercado de
la ciudad; lo mismo sucede con la hoja de coca, comprada a campesinos de otras regiones
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del Caquetá. Los frutos de algunas plantas tradicionalmente usados para endulzar la cahuana
han sido sustituidos también por refrescos artificiales comprados en los supermercados. Y
las pinturas naturales, usadas en la decoración de las faldas de canangucha, se han
reemplazado por colorantes artificiales”. (Frausin et al, 2010, P. 275) El estudio expresa
tambien que algunas de las plantas registradas para los Murui de Florencia están dentro de
las especies con mayor valor de uso en la comunidad del Putumayo. “Esto último podría
sugerir que ciertas especies de plantas, culturalmente importantes y quizá localmente
abundantes, tienden a ser localizadas y reutilizadas rápidamente”. (Frausin et al, 2010, P.
276)
En consecuencia, Frausin et al (2010) muestra que el proceso de desplazamiento tiene un
impacto inmediato en la disminución del stock de recursos naturales que poseen estas
comunidades en razón al territorio que ocupaban originalmente. Así mismo, expone un
proceso de transformación y adaptación cultural por parte de la comunidad; se genera una
dependencia del mercado local, al buscar abastecerse de forma diferente al cultivo propio o
a la recolección directa de la naturaleza. Por lo tanto, es posible que se generen nuevas
formas productivas al interior de la comunidad al tener contacto con el mercado local y las
relaciones de mercado que esto implica, además de modificar las lógicas culturales de los
individuos indígenas de la comunidad, en detrimento de su capital simbólico. En razón a
esto último, el estudio destaca la iniciativa liderada por el cacique Emilio Fiagama, de crear
una maloca como punto de encuentro en Florencia, como una reacción al proceso de
transformación cultural que sufre esta comunidad (Frausin et al, 2010, P. 276)
Por ultimo, el estudio de campo “El manejo indígena del mundo global: el caso de los tikuna
de Yahuarcaca”. presenta otro antecedente en el cual se explicita como algunos de los
cambios a nivel cultural dentro de la comunidad del resguardo (Lengua indigena, tradicion
oral, identidad), se encuentran relacionados con los servicios y la intervencion de algunas
entidades estatales.
En razon del ideal del territorio, Cassú (2015) resalta los siguientes hechos como muestra de
la union del individuo indìgena con el espacio en el que habita en relaciòn a la chagra,
mientras resalta el carácter prioritario de sus constumbres frente a los servicios de educación
publicos: “El tiempo de encerramiento de las niñas en espacios reducidos de la maloca se
hace cada vez más incompatible con los tiempos de la escuela, por lo que se ha reducido
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para conciliar el aprendizaje en la escuela y el aprendizaje entre las abuelas. Los mismos
cantos, alimentos e invitados han cambiado para adaptarse a los nuevos tiempos. […] En
San Pedro, todas las jóvenes han pasado por la pelazón. En cambio en La Playa, ni el terreno
(la várzea hace imposible construir una maloca con palafitos) ni la multiplicidad de familias
de orígenes culturales distintos (tikuna, cocama, inga, yagua, boras, mestizos, entre otros)
permiten que se celebre la pelazón, si bien los tikuna en La Playa siguen participando en las
pelazones en sus comunidades vecinas de tierra firme. A pesar de las diferencias y de la
variabilidad del ritual, la pelazón sigue identificándolos plenamente como tikunas. “Un
hombre siente vergüenza cuando su hija no hace la pelazón”, dice D. Parente, de San Pedro,
mientras realiza los preparativos para la fiesta de su hija”. (Cassú, 2015, P. 53)
Respecto a la identidad tikuna menciona: “la rectora (no-indígena) del colegio indígena a las
afueras de Leticia, San Juan Bosco, durante la ceremonia de grado en octubre 2010 defiende
la autenticidad del ser indígena en términos raciales, esenciales y excluyentes: “La etnia es
la sangre, es la esencia, es lo que somos (…) Los indígenas ya no tienen que mezclarse con
el rap, el rock y los pelos pintados, hay que conservar las costumbres (…) Somos una
institución tolerante e integradora de la diversidad”. “No se puede recuperar de cómo fue al
principio. Pero como base principal de una comunidad indígena debe mantener lo que uno
es, su etnia, su territorio y no necesita cargar plumas” (A. Parente, de San Juan de los
Parente). (Cassú, 2015, P. 63)
Asì mismo, Cassú (2015) refiere lo siguiente en relacion a la lengua aborigen como principal
patrimonio de la cultura indigena: “Las variaciones de lengua tikuna también son expresión
del lugar y del tiempo en el que se habla. La incorporación de palabras en español representa,
de nuevo, la capacidad de incorporación de la realidad a las necesidades actuales. Palabras
como “proyecto”, “gobierno”, “reforestación” o “tecnología” se entrecruzan en los discursos
y conversaciones en lengua tikuna. La lengua es uno de los elementos más frágiles y potentes
en cualquier cultura; el tikuna ha sufrido los embistes del tiempo, desde el intento de
erradicación a favor de la integración religiosa y cultural, hasta la potenciación promovida
actualmente por las políticas multiculturales: “Antes teníamos vergüenza de hablar el
idioma, pero ahora hasta hay tecno-cumbia en tikuna” (C.A. Ferreira, inga de La Playa).
(Cassú, 2015, P. 53)
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En sintesis, la necesidad de un proceso de interculturalidad entre las entidades y las
comunidades se hace primordial para la formulacion de los servicios pùblicos dirigidos a las
comunidades indìgenas en el paìs; no “mezclarse” y al mismo tiempo ser “tolerante e
integrador” es, como mínimo, contradictorio”. De esta manera, se muestra còmo las
comunidades indìgenas en el paìs conviven diariamente con una realidad que no se comunica
sino que avasalla. En contraposiciòn a esta realidad, las entidades estatales deben ser
garantes de los derechos constitucionales de autonomia y soberania para estas comunidades.
Sin embargo, hechos como los expuestos en este antecedente, develan que la intervención
diferencial que presentan algunas entidades estatales son apenas un velo que aparenta el
reconocimiento de la realidad indigena por parte del Estado.
Entorno Institucional – Planes de Vida
El estudio de campo “Planes de desarrollo y planes de vida: ¿diálogo de saberes?”, referido
anteriormente muestra cómo la tradición indígena genera un proceso de adaptación de su
estructura organizacional para responder a los requerimientos que realizan las entidades
estatales y la normatividad vigente, para que se les permita participar de los beneficios
estatales, como los recursos del sistema general de participación, y de su propio desarrollo.
En este sentido, Vieco (2010) hace un recuento de hechos en los que muestra las iniciativas
de las comunidades para la formulación de su plan de vida, haciendo énfasis en el proceso
organizativo de los pueblos tikuna, cocama y yagua. Así, “En el periodo, 1997- 1999, la
Asociación de Cabildos Indígenas del Trapecio Amazónico (ACITAM) aprobó la
conformación del Cabildo Mayor urbano, con facultades para dirigir y ejercer autoridad
sobre las comunidades del resguardo”. (Vieco, 2010, P. 146) Esto con el fin de nombrar un
representante legal que administrara las transferencias que recibían los resguardos miembros
de la asociación. “En 2001 tuvo lugar la primera asamblea Wone, que se constituyó en la
instancia máxima del resguardo. Entre 2000 y 2002, por su parte, se fortaleció el cabildo
mayor, y entre 2002 y 2003 la organización atravesó una profunda crisis en el manejo del
resguardo, debido a diferencias en el manejo de las transferencias y la explotación de la
madera. En 2005, por su parte, el resguardo firmó un convenio con la Corporación para la
Defensa de la Biodiversidad (CODEBA) para el ajuste del plan de vida. En 2006 se iniciaron
acuerdos con SELVASALUD para la coadministración del régimen subsidiado y la creación
de una institución prestadora de servicios de salud (IPS”)”. (Vieco, 2010, P. 146)
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En 2007, el Cabildo Mayor se transformó en la Asociación de Autoridades Indígenas
Aticoya, de acuerdo con el decreto 1088 de 1993. Se modificó la estructura organizacional,
de manera tal, que ya no se concentraba el poder en un cabildo mayor sino alrededor de una
organización de dirección colectiva, conformada por todas las autoridades indígenas del
resguardo. “A su vez, la asamblea fue reemplazada por el Congreso Wone como máxima
instancia de toma de decisiones del resguardo Ticoya, conformado por las autoridades
indígenas, ancianos y miembros de los cabildos de las diferentes comunidades que
conforman el resguardo (Ibídem). El comité ejecutivo tiene las funciones de representante
legal del resguardo y vocero del mandato Wone de la junta directiva de Aticoya”. (Vieco,
2010, P. 147)
En síntesis, Vieco (2010) muestra un proceso de transformación organizacional que supone
la prevalencia de las formas de organización establecidas por la normatividad y las entidades
estatales, en posible contraposición a las formas que puedan ser tradicionales en la cultura
de las comunidades del resguardo indígena. Esto evidencia, que el proceso de
interculturalidad implícito en la relación “Planes de Vida – Planes de Desarrollo” (en la
investigación se entiende como el vínculo “Comunidades Indígenas – Estado), es de una sola
vía, en la cual, “lo indígena” se direcciona por los lineamientos establecidos desde el Estado
y no por un diálogo entre estos y los lineamientos propios. En efecto, el estudio resalta que
dentro del glosario de conceptos en el documento del plan de vida de Aticoya (2008),
conceptos como el territorio y la cultura, se basan en la visión cultural de las comunidades
habitantes del resguardo, mientras que conceptos como gobierno propio, educación, salud,
y economía comunitaria son muestras claras de cómo estas comunidades se integran al
interés nacional y aprehenden las formas establecidas. En otras palabras, las formas
tradicionales existentes en Aticoya, como la reciprocidad y las distintas maneras de
cooperación y solidaridad, coexisten con la economía de mercado y la generación individual
de ingresos económicos. (Vieco, 2010)
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Capítulo 3 – Marco normativo sobre lo indígena en Colombia: El Estado y su relación
con las comunidades indígenas a partir de la Constitución Política de 1991
El objetivo de este capítulo es explicitar la ramificación normativa resultante de la
pronunciación de la Constitución Política de Colombia en materia de derechos de las
comunidades indígenas, que impactan los antecedentes objeto de estudio expuestos en el
capítulo anterior, en razón al supuesto de “relacionamiento” en el que se basa el modelo
metodológico para el estudio de las comunidades indígenas.
En este sentido, la investigación detalla el número de elementos que han de componer la
capa (conjunto) “Compendio normativo” que establece el modelo metodológico en el
capítulo 1. Estos elementos se caracterizan por ser normas (Decretos, leyes,
pronunciamientos, etc.) que mantienen una correlación con el antecedente objeto de estudio,
en el entendido de que esta relación es la materialización del supuesto en el que se
fundamenta el modelo metodológico. Por consiguiente, se presentan a continuación los
elementos normativos contenidos en la capa del modelo mediante una revisión de la
documentación oficial que presenta el gobierno nacional y regional en Colombia y del
ejercicio de recopilación normativa que desarrolló la Gobernación de Antioquia (2012) en
temáticas relacionadas con los derechos indígenas en el país: Manual Jurídico Indígena.
3.1 Niveles normativos propuestos por el modelo metodológico
La capa C2 contendrá una colección de normas finita dispuestas por la investigación, las
cuales poseen un enfoque referido en los siguientes niveles.
1. Contempla el marco normativo vigente a partir de la pronunciación de la Constitución
Política de Colombia de 1991.
2. Contempla el marco normativo relacionado únicamente con los determinantes de los
derechos y deberes frente y de las comunidades indígenas en Colombia en materia de
derechos civiles, culturales y territoriales.
3. Contempla el marco normativo relacionado únicamente con las comunidades indígenas
habitantes de la región amazónica colombiana.
Por tanto, el “Compendio normativo” integra una colección de normas definidas por la
investigación, según su pertinencia, con el único fin de caracterizar y establecer paralelos
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sobre el proceder normativo del Estado frente a la protección y reconocimiento de los
derechos de las comunidades indígenas.
3.2 Colección de normas y su relación con cada caso objeto de estudio
Esta investigación hace la presentación de la ramificación normativa por medio de una
secuencia lógica que encadena los distintos niveles normativos establecidos en Colombia.
De este modo, se realiza un ejercicio de recopilación jerarquizado en el que el nivel más
general, el cual posee un mayor campo de acción e interpretación en lo normativo, se
presenta al inicio y así sucesivamente con los demás niveles hasta llegar a lo específico en
relación con los antecedentes. Así, al principio se muestran aquellos artículos de la
Constitución Política de Colombia de 1991 (en adelante CPC) que dan origen a la
normatividad específica y fundamental que caracteriza el supuesto de “relacionamiento”
propuesto por el modelo. Luego se presentarán los niveles subsiguientes (Leyes nacionales,
decretos presidenciales, y normatividad departamental) en cuadros resumen que busquen
explicitar los elementos normativos vigentes.
3.2.1 Constitución Política de Colombia (1991)
La CPC es la máxima ley en Colombia. Esta determina los derechos y garantías que poseen
todos los colombianos en diferentes aspectos de la vida social dentro del territorio15. Por
ejemplo, sus artículos primero, segundo y séptimo son evidencia del reconocimiento por
parte de la misma sociedad civil de la diversidad étnica y cultural que caracterizan al pueblo
colombiano, lo cual es el fundamento en el que se sustenta el interés de la presente
investigación.
Tabla 5. Constitución Política de Colombia – Antecedentes Objeto de Estudio
Categoría
Conceptual

Articulo

Descripción

Modelos de
Organización
Productiva

Artículo 357 Participación en los
ingresos corrientes
de la Nación

Los municipios participarán de los ingresos corrientes de la
Nación. Para los efectos de esta participación, la ley determinará
los resguardos indígenas que serán considerados como
municipios.

Artículo 8 Derecho a la
protección de esa
diversidad étnica y
cultural

Es obligación del Estado y de las personas proteger las riquezas
culturales y naturales de la Nación.

Cultura

15

Recuperado: Congreso de la Republica (2016), 25 de Julio de 2016.
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Entorno
Institucional
– Planes de
Vida.

Artículo 10 Derecho a mantener
y preservar la
lengua materna.

El castellano es el idioma oficial de Colombia. Las lenguas y
dialectos de los grupos étnicos son también oficiales en sus
territorios. La enseñanza que se imparta en las comunidades con
tradiciones lingüísticas propias será bilingüe.

Artículo 63 Derecho al
territorio

Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras
comunales de los grupos étnicos, las tierras de resguardo, el
patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que
determine la ley, son inalienables, imprescriptibles e
inembargables.

Artículo 68 Derecho a una
educación propia

Las integrantes de los grupos étnicos tendrán derecho a una
formación que respete y desarrolle su identidad cultural.

Artículo 72 Patrimonio cultural

El patrimonio cultural de la Nación está bajo la protección del
Estado. La Ley establecerá los mecanismos para readquirirlos
cuando se encuentren en manos de particulares y reglamentará los
derechos especiales que pudieran tener los grupos étnicos
asentados en territorios de riqueza arqueológica.

Artículo 246 Derecho a
reconocer la
jurisdicción propia

Las autoridades de los pueblos indígenas podrán ejercer funciones
jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial, de conformidad
con sus propias normas y procedimientos, siempre que no sean
contrarios a la Constitución y leyes de la República.

Artículo 330 Jurisdicción y
funciones

De conformidad con la Constitución y las leyes, los territorios
indígenas estarán gobernados por consejos conformados y
reglamentados según los usos y costumbres de sus comunidades
y ejercerán las siguientes funciones

* La información contenida en este cuadro tiene como fuente el documento: Constitución Política de
Colombia 1991.

Lo expuesto en el cuadro anterior le permitirá a la investigación establecer la relación de la
norma frente a los hechos que se agrupan en el antecedente, de acuerdo al ejercicio
investigativo propuesto para la aplicación del modelo. Sin embargo, la verificación de los
elementos en los niveles de leyes nacionales y decretos presidenciales, presentan una mayor
dificultad para establecer un paralelo exacto entre los antecedentes objeto de estudio y la
normatividad vigente. De este modo, tal confluencia normativa entre las categorías
conceptuales arroja dos puntos importantes a anotar: 1) A ciertos niveles normativos, el
estudio de “lo indígena” en Colombia establece marcos generales para el trabajo con
comunidades indígenas en cualquier parte del territorio, 2) El número de normas es finito
(Como lo establece la parametrización de la capa dentro del modelo) y por ende rastreable
en niveles generales, lo que permite la consecución de marcos normativos útiles para
investigaciones posteriores.

57

En razón a lo anterior, se presentarán a continuación las generalidades de aquellos elementos
normativos que son transversales para la materialización de la relación “Hecho – Norma”
(En la investigación se presenta esta relación como el vínculo “comunidades indígenas –
Estado”) en cada uno de los niveles que componen la cadena normativa propuesta.
3.2.2 Leyes Nacionales
Las leyes son normas que rigen múltiples aspectos a nivel social, económico y político de la
realidad colombiana. De esta manera, cabe destacar la Ley 21 de 1991 como una de las leyes
más importantes para el estudio de “lo indígena” en Colombia; esta ratifica el convenio 169
sobre Pueblos Indígenas y Tribales en países independientes, adoptada por la Organización
Internacional del Trabajo (OIT). Este convenio comprometió al Estado colombiano a
desarrollar las herramientas que permitan “reconocer y proteger los valores y prácticas
sociales, culturales, religiosas y espirituales propios de las comunidades indígenas”, a
“respetar la integridad de los valores, practicas e instituciones de estos pueblos” y a “adoptar,
con la participación de los pueblos interesados, medidas encaminadas a allanar dificultades
que experimenten estos pueblos al afrontar nuevas condiciones de vida y de trabajo”. Lo
anterior indica, en línea con los objetivos de esta investigación, que ante la oportunidad de
materializar la relación “Hecho – Norma”, es necesario plantear un análisis de los vínculos
interpersonales implícitos en el vínculo “Comunidades indígenas – Estado”, pues sin duda
explicitar la posible omisión de los procesos de interculturalidad que demanda el convenio
y la misma ley es una herramienta efectiva para caracterizar la influencia normativa que
posee el Estado colombiano sobre los modelos de organización indígena.
En consecuencia, aquellas leyes que se destacan a continuación son resultado de las
obligaciones que determina la CPC en materia de derechos hacia las comunidades indígenas
en el país.
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Tabla 6. Resumen: Leyes Nacionales – Antecedentes Objeto de Estudio
Categoría
Conceptual

Descripción

Modelos de
Organización
Productiva.

Ley 80. Expide el Estatuto de Contratación de la Administración Pública. Octubre de
1993.
Ley 141. Crea el Fondo Nacional de Regalías, la Comisión Nacional de Regalías, se regula
el derecho del Estado a percibir regalías por la explotación de recursos naturales no
renovables. Julio de 1994
Ley 715. Dicta normas orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad
con los artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 2001) Constitución Política.
Diciembre 2001
Ley 756. Modifica la Ley 141 de 1994, se establecen criterios de distribución y se dictan
otras disposiciones. Julio de 2002

Cultura

Ley 100. Crea el sistema de seguridad social integral y se dictan otras disposiciones.
Diciembre de 1993.
Ley 115. Expide la Ley General de Educación. Febrero de 1994.
Ley 160. Dotación y titulación de tierras a las comunidades indígenas para la constitución,
reestructuración, ampliación y saneamiento de los Resguardos Indígenas en el territorio
nacional. Agosto 3 de 1994
Ley 397. Desarrolla los artículos 70, 71 y 72 y demás artículos concordantes de la
Constitución Política y se dictan normas sobre patrimonio cultural, y se crea el Ministerio
de la Cultura. Agosto de 1997.
Ley 1381. Desarrolla los artículos 7o, 8o, 10 y 70 de la Constitución Política, y los artículos
4o, 5o y 28 de la Ley 21 de 1991 (que aprueba el Convenio 169 de la OIT sobre pueblos
indígenas y tribales y se dictan normas sobre reconocimiento, fomento, protección, uso,
preservación y fortalecimiento de las lenguas de los grupos étnicos de Colombia y sobre
sus derechos lingüísticos y los de sus hablantes. Enero de 2010.

Entorno
Institucional
– Planes de
Vida.

Ley 136. Dicta normas tendientes a modernizar la organización y el funcionamiento de
los municipios. Junio de 1994
Ley 152 Art. 2°, Sobre la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo que se aplicará a la
Nación y demás entes territoriales y organismos públicos. 1994
Ley 715. Dicta normas orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad
con los artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 2001) de la Constitución
Política. Diciembre de 2001
Ley 756. Modifica la Ley 141 de 1994, se establecen criterios de distribución y se dictan
otras disposiciones. Julio de 2002.

Fuente: Manual Jurídico Indígena Normas legales y Guía para la Formulación (2012).

3.2.3 Decretos Presidenciales
Los elementos normativos que se presentan a continuación se caracterizan en su mayoría por
reglamentar el alcance, en materia de interés indígena, de algunas de las leyes nacionales
presentadas anteriormente. En este sentido, los decretos presidenciales listados responden a
la función que tiene la Presidencia de la República de definir la orientación de la ley, a través
de pautas que permitan dar comienzo a la función administrativa del Estado colombiano para
su ejecución16.

16

Recuperado: Presidencia de la Republica (2016). 25 de Julio de 2016.
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Tabla 7. Resumen: Decretos Presidenciales – Antecedentes Objeto de Estudio
Categoría
Conceptual

Descripción

Modelos de
Organización
Productiva.

Decreto 1320. Reglamenta la consulta previa con las comunidades indígenas y negras
para la explotación de los recursos naturales dentro de su territorio. Julio de 1998
Decreto 159. Reglamenta parcialmente la Ley 715 de 2001. Enero de 2002
Decreto 1745. Reglamenta parcialmente la Ley 715 de 2001. Agosto de 2002
Decreto 1603. Organizan y establecen los Institutos de Investigación de Recursos
Biológicos “Alexander von Humboldt”, el Instituto Amazónico de Investigaciones SINCHI- y el Instituto de Investigaciones Ambientales del Pacífico “John von Neuman”.
Julio 27 1994
Decreto 205. Determina los objetivos, la estructura orgánica y las funciones del Ministerio
de la Protección Social y se dictan otras disposiciones. Febrero de 2003

Cultura

Decreto 2663. Reglamenta los capítulos X y XIV de la Ley 160 de 1994 en lo relacionado
con los resguardos indígenas y las tierras de las comunidades negras. Diciembre de 1994
Decreto 804. Reglamenta la atención educativa para los grupos étnicos. Mayo de 1995
Decreto 2164. Reglamenta el Capítulo XIV - Ley 160 de 1994, dotación y titulación de
tierras a las comunidades indígenas para la constitución, reestructuración, ampliación y
saneamiento de los Resguardos Indígenas en el territorio nacional. Diciembre de 1995
Decreto 1396. Crea la Comisión de Derechos Humanos de los Pueblos Indígenas y se crea
el programa especial de atención a los Pueblos Indígenas. Agosto de 1996
Decreto 1300. Crea el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, INCODER y se
determina su estructura. Mayo de 2003
Decreto 2406. Crea la Comisión Nacional de Trabajo y Concertación de la Educación
para los Pueblos Indígenas en desarrollo del artículo 13 del Decreto 1397 de 1996. Agosto
de 2005
Decreto 2941. Reglamenta la Ley 397 de 1997 modificada por la Ley 1185 de 2008, en
lo correspondiente al Patrimonio Cultural de la Nación de naturaleza inmaterial. Agosto
de 2009
Decreto 2500. Reglamenta de manera transitoria la contratación de la administración de
la atención educativa por parte de las entidades territoriales certificadas, con las
comunidades indígenas en el marco del proceso de construcción e implementación del
Sistema Educativo Indígena Propio SEIP. Julio de 2010

Entorno
Institucional
– Planes de
Vida.

Decreto 1088. Regula la creación de las asociaciones de Cabildos y/o Autoridades
Tradicionales Indígenas. Junio de 1993
Decreto 159. Reglamenta parcialmente la Ley 715 de 2001. Enero de 2002
Decreto 1745. Reglamenta parcialmente la Ley 715 de 2001. Agosto de 2002
Fuente: Manual Jurídico Indígena, 2012.

3.2.4 Normas Departamentales
La investigación estudia las comunidades indígenas presentes en la región amazónica, razón
por la cual se deben verificar las ordenanzas regionales y decretos departamentales que
tienen una correlación directa con los antecedentes y la población objeto de estudio en el
territorio que comprende la región. Los elementos normativos que hacen parte de este nivel,
se caracterizan por facultar al gobernador como gestor y promotor del desarrollo integral de
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la región, lo cual le permite tramitar actos administrativos de forma directa en materia de
interés general. (Roque, 2012) De acuerdo con lo anterior, estos elementos normativos están
vigentes mientras se desarrolla el objeto de su promulgación y sanción.
Tabla 8. Resumen: Normas Departamentales – Antecedentes Objeto de Estudio
Categoría
Conceptual

Modelos de
Organización
Productiva.

Cultura

Descripción
Ordenanza N° 013 13 de Mayo de 2011
Suscribir convenio con la Asociación Indígena Ticuna, Cocama y Yagua-Aticoya:
fortalecimiento cultural con la construcción de una maloca inter-cultural.
Ordenanza N° 015 14 de Julio de 2010
Suscribir contrato de Comodato con el instituto amazónico de investigaciones científicas
SINCHI: uso y posterior entrega a los beneficiados del proyecto de los siguientes
equipos: despulpadora de frutas, una peladora pulidora y brilladora de semillas con
taladro. (Uso sostenible de recursos agroforestales amazonenses - Proyecto de cadena
productiva de asaí).
Ordenanza N° 016 24 de Junio de 2011
Suscribir convenio de cooperación y asistencia técnica con la Agencia Presidencial para
la Acción Social: desarrollar e implementar el programa RESA.
Ordenanza N° 018 21 de Julio de 2010
Suscribir convenio de cooperación Institucional con la Agencia Presidencial para la
Acción Social: cofinanciación de la Red de Seguridad Alimentaria RESA.
Ordenanza N° 019 29 de Junio de 2011
Suscribir un contrato de comodato con la Asociación Indígena Ticuna, Cocama y YaguaAticoya para la entrega de un Taladro, Despulpadora y una maquina peladora, pulidora
y brilladora de semillas.
Ordenanza N° 022 28 de Julio de 2010
Suscribir convenio con CORPOAMAZONIA: aunar recursos humanos, técnicos y
financieros para la realización de actividades orientadas al fortalecimiento ambiental y
productivo sostenible. (Cultivos tradicionales - chagra).
Ordenanza N° 029 12 de Noviembre de 2010
Suscribir convenio y/o contrato con el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo y el
SENA, con el fin de desarrollar el Plan Regional de Competitividad, y adherirse al
convenio interadministrativo: Gerencia proyectos FONADE - SENA.
Decreto 0054 04 de Octubre de 2012
Por el cual se crea la estructura presupuestal del sistema general de regalías del
departamento del Amazonas y se incorpora a esta una partida para la vigencia 2012.
Decreto 0014 25 de Febrero de 2013
Por medio del cual se establece la estrategia, responsables y tiempos para el reporte
unificado del sistema de información, coordinación y seguimiento territorial de la política
pública de víctimas del conflicto armado interno.
Decreto 0024 15 de Junio 0024
Por medio del cual se adopta la extensión y reformulación del plan de desempeño para
el sector de la educación en el departamento del Amazonas (Resolución 1652 del 14 de
Junio de 2012 del MHCP).
Decreto 0001 07 de Enero de 2014
Por medio del cual se establecen las funciones y requisitos para desempeñar el cargo de
docentes con funciones de orientador.
Decreto 0059 06 de Noviembre de 2012
Por medio del cual se deroga el decreto 005 del 20 de febrero de 2012, se reorganizan los
establecimientos educativos y se actualiza el directorio único de establecimientos
educativos.
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Ordenanza N° 009 21 de mayo de 2012
Aprobación Plan de Desarrollo Departamental 2012 – 2015 por un “Buen Vivir, somos
pueblo, somos más”,
Ordenanza N° 022 16 de diciembre de 2012
Entorno
Institucional Estatuto tributario del departamento del Amazonas.
– Planes de
Decreto 0009 28 de Febrero de 2012
Vida.
Consejo territorial de planeación del departamento del Amazonas
Decreto 0054 04 de Octubre de 2012
Por el cual se crea la estructura presupuestal del sistema general de regalías del
departamento del Amazonas y se incorpora a esta una partida para 2012.
* La información contenida en este cuadro tiene como fuente: (Gobernación de Amazonas, 2016)

3.3 Análisis de la relación “Hecho – Norma”
La investigación plantea el estudio interdisciplinar de la realidad social, económica y política
de las comunidades indígenas habitantes de la región amazónica a partir del análisis del
vínculo “Comunidades indígenas – Estado”. Este vínculo se materializa a través del ejercicio
investigativo de relacionamiento desarrollado en el aparte anterior mediante el uso de
métodos cualitativos (Revisión de Literatura) entre los antecedentes objeto de estudio
(agrupados en categorías conceptuales) y los elementos normativos pertenecientes a la
cadena normativa propuesta (Leyes nacionales, decretos presidenciales, y normatividad
departamental), la cual tiene como origen la promulgación de la CPC. Este carácter
constitucional al que apela esta investigación para soportar la obligación que posee el Estado
colombiano en materia de derechos hacia estas comunidades insta a que dentro del análisis
se brinde una lectura generalizada y objetiva de la relación existente entre la cadena
normativa y el antecedente que constituye la relación “Hecho – Norma”, por ende, no solo
se debe interpretar el resultado de la ejecución del elemento normativo (Ley, decreto,
ordenanza) frente al hecho en forma individual, sino que se debe brindar un examen a nivel
general de la pertinencia y alcance de la cadena normativa a la luz de los conceptos de capital
social y capital simbólico referidos en el capítulo 1, para que así sea posible determinar la
influencia que tiene la norma sobre las estructuras de organización indígena.
Ante esta necesidad, la investigación propone un análisis de la relación “Hecho – Norma”
mediante la interpretación de los hechos y la cadena normativa propuesta a través de un
contraste de esta relación con los fallos que presenta la Corte Constitucional dentro de la
jurisprudencia colombiana vigente en materia de interés indígena, es decir, se propone
relacionar los antecedentes objeto de estudio frente a las sentencias referidas por la corte
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constitucional en Colombia como un ejercicio de interpretación de la influencia de la cadena
normativa propuesta sobre el hecho.
3.3.1 Estudio de los antecedentes objeto de estudio a través de su relación con la
jurisprudencia colombiana en materia de interés indígena
De acuerdo con lo expresado anteriormente, la jurisprudencia colombiana en materia de
interés indígena brinda la oportunidad de contrastar situaciones específicas de la realidad
social, económica y política de las comunidades indígenas frente a la interpretación por parte
del máximo organismo defensor de la integridad y supremacía de la CPC, de la normatividad
vigente en materia de interés indígena. En este sentido, la Sentencia C-634/11 dicta que la
jurisprudencia es la integración normativa que realiza la Corte Constitucional en Colombia
como mecanismo excepcional, la cual opera cuando ella es necesaria para evitar que un fallo
sea inocuo, o cuando ella es absolutamente indispensable para pronunciarse de fondo sobre
un contenido normativo que ha sido demandado en debida forma por un ciudadano. En este
último caso, la sentencia integra la proposición normativa y se extiende a aquellos otros
aspectos normativos que sean de forzoso análisis para que la Corporación pueda decidir de
fondo el problema planteado. (Corte Constitucional - Sentencia C-634, 2011)
Así, la jurisprudencia en materia de interés indígena relacionada directamente a los
antecedentes permitirá la interpretación de la influencia de la cadena normativa en conjunto
sobre los hechos en forma clara y precisa, evitando que en el análisis individual de los
elementos normativos (Leyes, decretos, ordenanzas) de los diferentes niveles frente a los
antecedentes generen interpretaciones erróneas o análisis inadecuados y lejanos a la realidad
indígena, en lo cual es evidente una correlación de la cadena normativa y la base material
“Hecho – Norma”.
Así, la investigación establece a continuación un paralelo entre la jurisprudencia nacional en
materia de interés indígena y los antecedentes objeto de estudio.
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Tabla 9. Resumen: Jurisprudencia Constitucional – Antecedentes Objeto de Estudio
Categoría
Conceptual

Modelos de
Organización
Productiva.

Descripción
Referido al “dialogo de saberes” obligatorio de la intervención estatal.
(Corte Constitucional, sentencia SU- 510 de 1999).
Conceptualización del “territorio”.
(Corte Constitucional: Sentencia T – 652 de 1998).
Referido a la Consulta Previa
(Corte Constitucional Sentencias SU -039 de 1997 y T- 652 de 1998).
(Corte Constitucional, sentencia C-418 de 2002).
Referido a la noción de “resguardo”.
(Corte Constitucional, sentencia C 535 de 1996).
(Corte Constitucional, sentencia C-520 de 1994).
Referido al Sistema General de Participaciones.
(Corte Constitucional, sentencia C-921 de 2007).

Referido al desplazamiento forzado:
(Corte Constitucional, sentencia T-327 de 2001).
(Corte Constitucional, sentencia SU-1150 de 2000).
(Corte Constitucional, sentencia T-602 de 2003).
Referido al desplazamiento indígena
(Corte Constitucional, auto 004 de 2009).
Referido a la responsabilidad Patrimonial de Estado
(Corte Constitucional, Sentencia C-892 de 2001).
(Corte Constitucional: Sentencias T-188 de 1993 y T- 652 de 1998).
Referido al sistema de educación indígena:
(Corte Constitucional, sentencia C-550 de 2005).
Cultura
Referido a la protección de la lengua indígena:
(Corte Constitucional: Sentencias T- 380 de 1993 y T- 652 de 1998).
Referido a la identidad étnica y cultural.
(Corte Constitucional: Sentencias T-349 de 1996 y T-652 de 1997).
Referido al reconocimiento de la identidad indígena.
(Corte Constitucional, Sentencia T-113 de 2009).
Referido a la noción sobre el medio ambiente y su relación con los pueblos
indígenas.
(Corte Constitucional, sentencia T-405 de 1993).
(Corte Constitucional, sentencia T-342 de 1994).
(Corte Constitucional: Sentencias SU – 039 de 1997 y T- 652 de 1998).
Referido al reconocimiento y a la libertad económica en Colombia. (Modelos de
autoabastecimiento)
(Corte Constitucional: Sentencia T – 380 de 1993).
Conceptualización de la “autonomía” indígena.
Entorno
(Corte Constitucional, sentencia T- 254 de 1994).
Institucional –
(Corte Constitucional, sentencia T-979 de 2006).
Planes de
(Corte Constitucional, sentencia T-349 de 1996).
Vida.
Referido a los intereses que busca el Estado y su comunicación con los intereses
de los pueblos indígenas.
(Corte Constitucional: sentencia T-428 de 1992).
(Corte Constitucional, Sentencia T-859 de 1992).
* La información contenida en este cuadro tiene como fuente el documento: Manual Jurídico Indígena
Normas legales y Guía para la Formulación 2012.
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3.4 Observaciones de la Capa (conjunto) normativa de cara al análisis del vínculo
“Comunidades Indígenas – Estado”
Luego de exponer la colección normativa que compone la capa del modelo, de explicitar la
relación entre cada uno de los niveles normativos sugeridos y los antecedentes objeto de
estudio, y de proponer el método de realización del análisis; es preciso establecer el siguiente
punto de partida para el estudio del vínculo “Comunidades Indígenas – Estado”.
En razón a lo anterior, la intervención que supone la cadena normativa establece cadenas
lógicas de elementos normativos que actúan sobre situaciones específicas de la vida
económica, social y política de la sociedad. Estas cadenas forman compendios normativos
compuestos por un número finito de elementos normativos, que a través de un proceso
dinámico modifica su campo de acción o influencia, ya sea a partir de la interpretación
conceptual de una norma (jurisprudencia) o a partir de nuevas necesidades identificadas bajo
el ejercicio de planeación nacional (nuevas normas). De esta manera, el nombre que se le da
a la capa dentro del modelo: “compendio normativo”, precisa la consolidación de un
conjunto de elementos normativos pertenecientes a los distintos niveles normativos que
atienden “lo indígena” en Colombia. Así, ante la formalización de la cadena normativa es
posible suponer que, aunque un hecho en la vida de un ciudadano o una comunidad indígena
no se derive en forma específica y directa de lo impartido por un elemento normativo
contemplado dentro de la cadena normativa, sin duda alguna tal hecho posee algún tipo de
relación con el compendio normativo. Es decir, la relación “Hecho – Norma” puede definirse
como la ausencia de una norma, como la omisión o falta de pertinencia de la misma o como
el efecto directo o indirecto que esta genere sobre la realidad de una comunidad o una región.
Por lo tanto, el ejercicio de recopilación de las normas por niveles normativos, la creación
de un paralelo entre lo contenido en la norma y los antecedentes objeto de estudio y la
interpretación de una cadena lógica normativa tendiente a temáticas particulares, se
convierte en una herramienta de análisis efectiva que le permite a la investigación asegurar
que el supuesto que plantea el modelo es una alternativa en el estudio de la relación entre la
estructura que representa el Estado como agente y la realidad (hechos) económica, social y
política que viven los indígenas en Colombia.
En síntesis, la consecución de la cadena normativa relacionada directamente con los
antecedentes objeto de estudio ha permitido la materialización del supuesto de
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relacionamiento “Comunidades Indígenas - Estado”. No obstante, este es el punto de partida
para que el estudio plantee un análisis desde el concepto de capital social y simbólico que
analice las transformaciones de las estructuras de organización social y productiva de las
comunidades indígenas en el país, partiendo del supuesto de interculturalidad que refiere
Jaramillo (2004) como obligatorio para la intervención por parte del Estado en aras de un
país pluricultural.
Bajo esto es posible abordar el análisis del vínculo “Comunidades Indígenas - Estado”
existente entre la realidad económica, social y política de las comunidades indígenas y el
proceder estatal en materia de derechos hacia las mismas, a realizarse en el capítulo 4.

66

Capítulo 4 – Vínculo “Comunidades Indígenas – Estado”: Un análisis enfocado en los
vínculos interpersonales de las comunidades indígenas de la región amazónica
colombiana.
El vínculo dual “Comunidades Indígenas – Estado” representa la interacción observable de
estructuras que divergen en su origen. Por un lado “lo indígena” venido desde el comienzo
de la colonización de los territorios con modelos de supervivencia fundamentados en formas
productivas comunales, creencias diferenciales y una existencia arraigada de vida en
comunidad. Por el otro, el Estado colombiano, como el posible resultado histórico de todos
aquellos acuerdos del pueblo colombiano, en busca de la protección de las libertades y los
derechos que esto ejemplifica para el colectivo. En efecto, esta interacción dialéctica entre
estructuras consideradas micro y macro por Granovetter (1973) produce un entramado social
que a su vez puede considerarse como una estructura resultante, es lo que atañe a esta
investigación.
En razón a lo anterior, este capítulo recoge la información suministrada por los capítulos 2
y 3, para llevar a cabo un análisis del vínculo “Comunidades Indígenas – Estado” a través
de la identificación de las posibles alteraciones de los vínculos interpersonales de las
comunidades indígenas objeto de estudio de cara al análisis normativo que la jurisprudencia
en materia de interés indígena implanta. En detalle, en principio se contrasta el supuesto de
relacionamiento que desarrolla el modelo metodológico propuesto en el capítulo 1 frente a
la hipótesis de la investigación. Luego se brinda un análisis comparativo de las alteraciones
en los vínculos interpersonales de las comunidades objeto de estudio y la caracterización
normativa que se presenta en el capítulo 3; todo esto dentro del marco conceptual sugerido
por los conceptos de capital social y capital simbólico. Y por último, se brindan las
conclusiones de la investigación en razón a los lineamientos clave de los procesos de
intervención estatales sobre las comunidades indígenas en el país.
4.1 El modelo metodológico y el vínculo “Comunidades indígenas – Estado”
La construcción del conjunto de individuos objeto de estudio (Revisión de literatura) y la
capa normativa propuestos por el modelo metodológico se llevó a cabo en los capítulos 2 y
3 de la investigación, respectivamente. De este modo, los parámetros establecidos por el
modelo enfocaron la revisión documental - en la que se basó el ejercicio investigativo - hacia
el fortalecimiento del supuesto fundamental que plantea el modelo; una relación R
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“Comunidades Indígenas – Estado” simétrica en términos de información. Por esta razón,
este aparte se enfoca en el análisis del relacionamiento supuesto y en su adhesión con la
hipótesis de la investigación, la cual enfatiza la posible negación por parte del Estado
colombiano de los procesos de interculturalidad obligatorios para realizar cualquier tipo de
intervención sobre comunidades indígenas en el país de cara al cumplimiento de las
obligaciones constitucionales que posee.
En consecuencia, la relación que se establece a continuación es la abstracción matemática
del vínculo “Comunidades Indígenas – Estado”.

R= {(m, c) E Mn*C2 / x R c, x es un individuo relacionado con el compendio normativo}
(Así se caracteriza un proceso de interculturalidad).
Ante la abstracción presentada se hace énfasis en la propiedad simétrica que asumen las
relaciones de orden dentro de la teoría de conjuntos. Esta propiedad en particular enmarca
la hipótesis referida por la investigación de la siguiente manera: entender la relación entre
las comunidades indígenas y el Estado en términos simétricos de la información, significa
establecer un canal efectivo de comunicación en doble dirección, en el cual cada extremo se
permea, se relaciona y dialoga con el otro. En este sentido, la propiedad simétrica se adhiere
a la noción de interculturalidad que refiere Jaramillo (2004), en lo cual se establece que los
procesos interculturales son en sí mismos un diálogo cultural que apropia y se enriquece con
elementos de otras culturas. En este caso significa que la tradición indígena se comunica con
el carácter regulatorio y rector de la norma, todo en aras de la construcción de la convivencia
como un proceso dinámico de comunicación o dialogo de saberes.
Por tanto, ante la posible negación de los procesos de interculturalidad por parte del Estado
en su intervención sobre las comunidades indígenas, el vínculo establecido como
“comunidades indígenas – Estado” sería de carácter asimétrico, corroborando que ante la
explicitación del vínculo descrito en el capítulo 3 de esta investigación, el Estado
colombiano incumple con las obligaciones de reconocimiento y protección de la diversidad
étnica en el territorio colombiano. En otras palabras, la valoración que realiza la hipótesis de
la investigación, el marco conceptual que cimienta el modelo y el ejercicio metodológico
desarrollado (Reconstrucción histórica de fuentes – Revisión de literatura) enfatizan los
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modos de intervención estatal sobre la base de una propuesta intercultural que propenda por
lo consignado en la CPC.
4.2 Análisis del Vínculo “Comunidades Indígenas – Estado”
En razón a lo expuesto anteriormente, el modelo metodológico propone como marco
conceptual para la identificación y análisis de las posibles alteraciones en las estructuras de
organización indígena y sus formas productivas, lo expuesto por los conceptos de capital
social y simbólico. De esta manera, se presentan a continuación los alcances en esta materia:
Capital Social
Los vínculos interpersonales en las comunidades indígenas son consecuencia de la existencia
de una red de relaciones sociales establecidas mediante un proceso de sociabilidad
direccionado en el tiempo de manera arbitraria y consensuada (“Comunidades Indígenas –
Comunidades indígenas” / “Comunidades Indígenas – Individuos indígenas”). (Bourdieu,
2000) Esto muestra que más allá de fenómenos casuales, los grupos se producen y
comunican con base en estrategias consientes e inconscientes que se retroalimentan a través
del tiempo. Esto quiere decir, que el concepto del capital social interpreta la posibilidad que
poseen las comunidades indígenas de construir enlaces para sumar a sus prioridades de
sobrevivencia, en respuesta a las alteraciones que pueden sufrir estos enlaces en la negación
de procesos de interculturalidad completos en términos de información. Estas alteraciones
dependen del medio ambiente social, económico y político en el que se desenvuelve la
realidad indígena en el país, razón por la cual, el Estado colombiano es el responsable último
del diseño de un medio ambiente normativo ideal para el desarrollo del capital social de las
comunidades indígenas en el país.
De este modo, las posibles alteraciones en las formas productivas y en las estructuras de
organización de las comunidades indígenas se evidencian por cambios en la dieta alimentaria
básica dentro de una comunidad, por cambios en los usos de las tierras que ocupan estas
comunidades en temas de producción de alimentos, y por posibles modificaciones en sus
estructuras de organización tradicional para responder a incentivos sin relación a los lazos
de reciprocidad y redistribución. En particular, estas alteraciones están relacionadas con la
sustitución o desplazamiento de las formas productivas que los estudios de campo denotan
como tradicionales (El cultivo propio, la pesca o la caza), y en los procesos de reivindicación
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cultural que enmarcan la autonomía y el gobierno propio en estas comunidades. Por tanto,
en la medida en que alteraciones identificadas involucren la posible negación de los procesos
de interculturalidad por parte del Estado en su intervención, existe la posibilidad de que se
materialice un cambio sobre la tradición indígena en el colectivo.
Capital Simbólico
Uno de los principales determinantes del “volumen” del capital social implícito en una red,
es el capital que posee cada individuo en la red. En este sentido, al momento de caracterizar
los vínculos interpersonales de las comunidades indígenas objeto de estudio, es inevitable
dejar de lado la tradición cultural que posee cada individuo en un ejercicio de aprehensión
social propia que le precede a su reconocimiento como indígena dentro de una comunidad.
Por tanto, es obligatorio señalar la relevancia del capital simbólico para el análisis, aplicando
el concepto de forma tal, que acoja la noción de la herencia cultural propia de cada individuo.
De esta manera, la tradición indígena corresponde a una forma de capital, en tanto que se
percibe como una posesión natural y no como el reconocimiento producto de una
acumulación arbitraria o consensuada. En consecuencia, la herencia de la tradición indígena
en cualquier comunidad indígena, sin importar si es inculcada o incorporada, es el capital
simbólico (stock de capital cultural) que posee cada individuo.
De este modo, las alteraciones en las estructuras de organización social y formas productivas
de estas comunidades, en la medida en que involucren la posible negación de los procesos
de interculturalidad por parte del Estado en su intervención, además de materializar las
variaciones sobre la tradición indígena al nivel del colectivo, acogerán una posible
destrucción del stock de capital simbólico de cada individuo indígena perteneciente a la
comunidad intervenida. En consecuencia, el cambio en los hábitos, las costumbres y las
creencias son interpretados como la principal afectación a las mismas estructuras de
organización y formas de producción indígenas.
4.2.1 Descripción de las posibles alteraciones
“El reconocimiento de la diversidad étnica y cultural en la Constitución supone la
aceptación de la alteridad ligada a la aceptación de multiplicidad de formas de vida
y sistemas de comprensión del mundo diferentes de los de la cultura occidental.”.
Tomado de: Corte Constitucional, Sentencia T – 380 de 1993.
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En razón a lo expuesto en el aparte anterior, la comunicación intercultural presente en las
alteraciones de los vínculos interpersonales revela una posible subordinación de la herencia
ancestral indígena ante lógicas externas, confluyentes hacia procesos de aculturación y
pérdida de identidad. (Jaramillo, 2004) Por consiguiente, dentro de este apartado, la
investigación busca identificar los antecedentes relacionados con cambios en las formas de
organización, de producción y variaciones culturales, que se presentan al interior de las
comunidades indígenas de la amazonía colombiana que han sido intervenidas por
instituciones gubernamentales, en razón de su relación con el Estado colombiano en materia
normativa. En relación a esto, los antecedentes se agruparán a través de las categorías
conceptuales propuestas en el capítulo 2. No obstante, cabe anotar que este apartado
contendrá citas textuales referidas a la jurisprudencia constitucional en materia de interés
indígena, con el fin de asegurar la correcta interpretación de las alteraciones identificadas en
el ejercicio de relacionamiento.
Modelos de organización productiva de las comunidades indígenas
Esta categoría conceptual agrupa aquellos antecedentes que evidencian la forma en que las
comunidades objeto de estudio se organizan y satisfacen sus necesidades de abastecimiento.
Esto detallando el proceso de comunicación de las relaciones de reciprocidad y
redistribución que caracterizan los vínculos interpersonales de estas comunidades con los
lazos de consumo implícitos en el mercado local.
En esta categoría, Palacio & Nieto (2013) evidencian que las comunidades que habitan el
casco urbano y rural del municipio de Leticia, las cuales tradicionalmente han mantenido
una economía de autoabastecimiento (Caza, pesca y la recolección de cultivos rotatorios
como la chagra), parecen haber transformado sus prácticas de abastecimiento en respuesta a
la intervención estatal. Los recursos monetarios que reciben estas comunidades (Programas
gubernamentales o ley de participaciones) sustituyen el esfuerzo de la comunidad en
actividades como el cultivo de la chagra, la pesca y la caza, y potencian al contrario la
relación con el mercado local. En efecto, la monetización de las relaciones de los individuos
indígenas al interior de las comunidades ha modificado sus lazos con el territorio que habitan
y con otras comunidades. En consecuencia, la intervención de los nuevos recursos ha
afectado en forma directa el modelo autónomo de producción de alimentos que poseen estas
comunidades en razón a la propiedad colectiva de la tierra, todo esto en menoscabo del
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concepto de soberanía alimentaria y sobrevivencia en el tiempo. Sin embargo, el vínculo
étnico con la propiedad de la tierra y la producción a pequeña escala son pieza clave de la
reproducción social, es decir, la reciprocidad juega un papel fundamental tanto o más que el
mercado y la política social del Estado. Por tanto, la alteración que evidencia Palacio & Nieto
(2013) muestra que, ante la irrupción de la intervención estatal en el mercado local, aun
actividades como el cultivo de la chagra logran mantenerse como referente de identidad
indígena en un proceso de articulación y adaptación a nuevas lógicas desde “lo indígena”.
En relación con los resultados de los proyectos ejecutados por la Agencia Presidencial para
la Acción Social en la Asociación de Autoridades Indígenas del Resguardo Tikuna, Cocama,
Yagua (Aticoya): El proyecto Red de Seguridad Alimentaria (RESA), entre 2006 y 2007, y
el programa Familias Guardabosques, entre el 2002 y 2006 Vieco (2010) afirma que los
resultados de los proyectos fueron poco efectivos en relación a sus objetivos. Cada uno, se
caracterizó por emular proyectos ejecutados en otras zonas del país y con otras comunidades
indígenas basándose en economías de escala, lo cual corrobora la ausencia de un diálogo de
saberes entre las entidades y las comunidades del resguardo. Esto impidió un proceso
diagnóstico sobre las capacidades productivas y pautas en la intervención que permitiera
atender la realidad económica y social de estas poblaciones en forma efectiva. De esta
manera, se obstaculizó la consecución de nuevo lazos de reciprocidad y redistribución para
el desarrollo de nuevas redes comunitarias en busca de una estructura social comunitaria
(red) aún más amplia, que asumiera la continuidad de los proyectos por encima de la
ejecución responsabilidad de la entidad. (Vieco, 2010)
Así mismo, Vieco (2010) identifica la posible modificación de las formas productivas del
resguardo Aticoya. La distribución del territorio que se evidencia, más que una respuesta
consensuada con la tradición indígena en un ejercicio autónomo de toma de decisiones, se
erige como una respuesta en términos de eficiencia productiva y generación de ingresos
dentro de un proceso de sometimiento a los intereses nacionales desde lo local. En efecto, la
distribución de las actividades que desarrollan las comunidades tiene como objetivo la
generación de ingresos en los siguientes sectores; producción artesanal, emprendimientos
comunitarios de transformación de productos como el maíz, y actividades de etno turismo.
(Vieco, 2010) En otras palabras, la intervención de las entidades estatales no concibe un
“diálogo de saberes” con estas comunidades y realiza tan solo un ejercicio de capacitación y
direccionamiento, a través de instituciones como el SENA, en función de las lógicas de
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mercado. Por tanto, se evidencia claramente la afectación indirecta de las estructuras de
organización de las comunidades, sus formas productivas y hasta la visión cultural de su
relación con el territorio (Chagra).
Por último, para el caso del sentir de algunos habitantes de la comunidad del resguardo
tikuna-cocama de La Playa sobre la ejecución de proyectos gubernamentales en su territorio
se corrobora por parte de Cassú (2015) la desarticulación existente en los objetivos que cada
entidad pública persigue; de igual forma se hace explícito el desánimo de la comunidad por
el carácter burocrático que poseen los procesos de acceso a los beneficios públicos. En
particular, Cassú (2015) observa que aunque las entidades se comunican en términos
institucionales, no ahondan en generar proyectos que articulen objetivos en común, lo cual
genera una negación sistémica de los procesos de interculturalidad obligatorios para la
intervención sobre estas comunidades. En efecto, los impactos positivos en estas
comunidades por la ejecución de estos proyectos en términos del capital social son mínimos
y difíciles de valorar. En otras palabras, no se muestra a lo largo del estudio de campo el
crecimiento de la capacidad productiva de estas comunidades (Lazos comunitarios), y
tampoco se evidencia que los proyectos y los recursos monetarios propendan la generación
de relaciones entre comunidades e individuos que garanticen la soberanía alimentaria y el
gobierno autónomo.
De este modo, se contrastan a continuación las alteraciones que evidencian los antecedentes
presentados y la jurisprudencia colombiana en materia de derechos hacia estas comunidades:
En los procesos de interculturalidad evidenciables en la categoría, se muestra que el
mecanismo previsto en la Constitución política para la inclusión de los pueblos indígenas
fue garantizar su participación en los ingresos corrientes de la nación (Antes recursos de
transferencias - ley 60 de 1993/ recursos de participación - ley 715 de 2001). Sin embargo,
la ejecución de proyectos financiados con estos recursos mantiene lógicas que no son
estáticas, de modo tal, que la intervención no consensuada a nivel técnico y social por parte
de las entidades gubernamentales al tiempo que ha ido modificando los hábitos de los
individuos miembros de las comunidades en detrimento del capital simbólico que poseen,
mientras permite la dependencia al mercado, en detrimento del capital social que les
caracteriza. Es decir, estas lógicas tendientes a la monetización de las relaciones al interior
de las comunidades indígenas, el cual se expone como objetivo en los proyectos ejecutados

73

por entidades del Estado y en la participación directa de los recursos del Estado, no
permanecen separadas de la realidad de estas comunidades, sino que se mezclan,
intercambian y confunden con los hábitos tradicionales sobre la producción de alimentos.
(Palacio & Nieto, 2013)
En particular, la sentencia de la Corte Constitucional C-921 de 2007, expresa que para el
fortalecimiento de las autoridades indígenas y de sus organizaciones en el manejo de los
recursos del Sistema General de Participación, el gobierno departamental adoptará medidas
para el acompañamiento, asesoría y capacitación de las autoridades de los resguardos y las
de las entidades territoriales (Corte Constitucional Sentencia C-921, 2007). De este modo,
ante la intervención del gobierno departamental sobre las instituciones que acompañan a las
comunidades indígenas se asegura que los objetivos que impone el Estado se alineen con la
ejecución de los recursos monetarios que se distribuyen hacia los resguardos indígenas, lo
cual establece que ante un posible dialogo de saberes en el que se propenda por una
responsabilidad compartida para la ejecución de los recursos monetarios entre los
interesados, el Estado tiene la oportunidad de anclar a las formas productivas y gobierno
indígena sus objetivos en materia de crecimiento y desarrollo. Por tanto, la Corte
Constitucional, a través de la sentencia SU- 510 de 1999, insta que ante las posibles
modificaciones en la cultura indígena se brinde proceso de comunicación concreto de la
siguiente manera, “(…) En aquellos eventos en los cuales resulta fundamental efectuar una
ponderación entre el derecho a la diversidad étnica y cultural y algún otro valor, principio o
derecho constitucional, se hace necesario entablar una especie de diálogo o interlocución directa o indirecta. Por ejemplo, a través de los funcionarios, expertos y analistas que
conozcan, parcial o totalmente, aspectos de la realidad cultural que resultará eventualmente
afectada o, en general, de la problemática sometida a la consideración judicial. (Corte
Constitucional Sentencia SU - 510, 1999)
En síntesis, las intervenciones en materia de recursos y proyectos deben enmarcarse en la
interpretación que brinda la sentencia T- 254 de 1994 sobre estas comunidades, la cual
define: “Las comunidades indígenas no se equiparan jurídicamente a una simple asociación.
Son una realidad histórica, dinámica, caracterizada por elementos objetivos y subjetivos que
no se reducen al animus societatis propio de las asociaciones civiles. Se nace indígena y se
pertenece a una cultura, que se conserva o está en proceso de recuperación.”. (Corte
Constitucional Sentencia T - 254, 1994) Sin embargo, el reconocimiento del diferencial
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étnico por parte del Estado colombiano y de sus instituciones es aún una realidad incompleta
que carece de una integración verídica de las comunidades indígenas a la vida social, lo que
en consecuencia se convierte en uno de los principales obstáculos para la adopción de una
verdadera autonomía en términos de gobierno propio y soberanía alimentaria por parte de
las comunidades indígenas.
Cultura
Esta categoría conceptual agrupa aquellos antecedentes que evidencian los procesos en los
cuales las comunidades objeto de estudio han sufrido modificaciones en su tradición cultural.
En el análisis etnobotánico comparativo desarrollado por Frausin et al (2010) para la
comunidad del cabildo Monaya Buinaima se puso en evidencia que el desplazamiento de
comunidades indígenas dentro del territorio colombiano, además de ser un fenómeno social
y económico que contrasta con la problemática del uso y propiedad del territorio, representa
uno de los procesos de transformación cultural más severos en el país. De esta manera, el
impacto inmediato que sufren estas comunidades tras ser desplazadas de sus territorios es la
disminución del stock de recursos naturales al que tienen acceso. Por otro lado, en razón al
lazo que les vincula culturalmente con el territorio que ocupan, se presenta un proceso de
transformación y adaptación cultural por parte de los miembros de la comunidad, lo cual,
precede al fenómeno de destrucción del capital simbólico poseído; en lo que se evidencian
nuevas relaciones por su contacto con el mercado local, se obstaculiza el vínculo con la
naturaleza circundante y se modifican las prácticas culturas al interior de la comunidad para
las nuevas generaciones.
En el caso de las comunidades del resguardo indigena de Yahuarcaca también se reconoce
un cambio cultural: El servicio de educación al que tienen acceso los habitantes del resguardo
indìgena presenta un choque con las costumbres y los lazos familiares uqe caracterizan a los
habitantes del resguardo en los siguientes puntos: tiempos en la escuela que impiden la
reproducción de costumbres al interior de la comunidad mediante la ejecucion de un plan en
etnoeducación que no concibe un dialogo con las comunidades, y el contacto de los niños y
niñas del resguardo con nociones diferentes a los lazos de reciprocidad y redistribución que
experimentan dentro de la comunidad. Del mismo modo, se evidencia que “las variaciones
de lengua tikuna también son expresión del lugar y del tiempo en el que se habla”. (Cassú,
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2015) Y en este sentido, la incorporación de palabras en español representa un proceso de
adaptacion a los requerimientos de carácter normativo impuestos por el Estado colombiano.
Por ejemplo: palabras como “proyecto”, “gobierno”, “reforestación” o “tecnología” se
analizan desde la lengua tikuna. De esta manera, el estudio de campo resalta que la lengua
es uno de los elementos más frágiles y potentes en cualquier cultura, por tanto es evidente
un proceso de agresiòn promovido por las políticas multiculturales que imparte el Estado.
De este modo, se contrastan a continuación las alteraciones que evidencian los antecedentes
presentados y la jurisprudencia colombiana en materia de derechos hacia estas comunidades:
En síntesis, acerca del antecedente 1 la Corte Constitucional en su auto 004 de 2009 define
que el desplazamiento de “los pueblos indígenas surte consecuencias especialmente graves
sobre el goce efectivo de sus derechos fundamentales colectivos a la autonomía, la identidad,
y el territorio. El desarraigo que rompe las pautas culturales directamente asociadas al
territorio, el desplazamiento especialmente agudo de los líderes y autoridades tradicionales
con sus necesarias secuelas sobre la integridad cultural, y en general la ruptura del tejido
social causada por este crimen”. (Corte Constitucional Auto 004, 2009) En este sentido, el
stock de capital simbólico de la comunidad Buinaima ha sufrido una gran transformación,
lo cual contrasta con el hecho de que las iniciativas de recuperación simbólica para esta
comunidad no tienen su origen en proyectos provenientes de entidades del Estado. Por tanto,
en este punto la falta de intervención de las entidades que prestan servicios de protección a
estas comunidades evidencian la principal afectación en razón a las nociones de capital social
y simbólico, lo cual se encuentra en línea con lo expuesto por la Corte Constitucional en esta
materia: “Por su deber de garantizar los derechos fundamentales de la población (arts. 1 y 5,
C.P.) Y por el mandato constitucional de preservación de la diversidad étnica y cultural del
país (art. 7, C.P.), es claro para la Corte que el Estado colombiano está en la obligación doble
de prevenir las causas del desplazamiento forzado de los pueblos indígenas, y atender a la
población indígena desplazada con el enfoque diferencial que para ello se requiere.” (Corte
Constitucional Auto 004, 2009)
Por su parte, la sentencia T-778 de 2005 insta que “El derecho a la identidad cultural de los
pueblos indígenas es un derecho que se proyecta más allá del lugar donde está ubicada la
respectiva comunidad. Concluir que la identidad cultural solo se puede expresar en un
determinado y único lugar del territorio equivaldría a establecer políticas de segregación y
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de separación”. (Corte Constitucional Sentencia T - 778, 2005) De este modo, el ejercicio
pedagógico a nivel intercultural evidenciado muestra que no se tienen en cuenta las formas
de interacción indígena en un contexto propio que reivindique la tradición cultural. Así, este
proceso de aculturación o adaptación aparente que propende la educación pública a lo largo
de la vida del niño, joven y adulto indígena contrasta con lo expuesto por la Corte
Constitucional en sus sentencias T- 380 de 1993 y T- 652 de 1998, en las cuales se define
que “la Constitución ha establecido como uno de los fines del Estado la protección de la
riqueza cultural de la nación, entre cuyas manifestaciones se encuentran las diversas lenguas
utilizadas en el territorio nacional. La libertad de cátedra exige del docente que, en todo caso,
tenga capacidad de expresarse en el idioma oficial”. (Corte Constitucional Sentencia T - 380,
1993) En consecuencia, revestir de una realidad intercultural los objetivos en la intervención
de las entidades públicas que brindan servicios hacia las comunidades indígenas, mitiga el
riesgo de posibles afectaciones futuras sobre el capital simbólico poseído por estas
comunidades. Lo cual, es en esencia un ejercicio pedagógico dinámico a través del tiempo
de protección y reconocimiento de lo indígena en una verdadera actitud de integración al
medio ambiente social, económico y político.
Entorno Institucional – Planes de Vida
Esta categoría conceptual agrupa aquellos antecedentes que evidencian la forma en que las
comunidades objeto de estudio han modificado sus modelos de organización y gobierno
propio para satisfacer los requerimientos que impone la normativa vigente en materia de
participación de los recursos de la nación.
En el caso de la Asociación de Autoridades Indígenas del Resguardo Tikuna, Cocama,
Yagua (Aticoya) se genera un proceso de adaptación de su estructura organizacional para
responder a los requerimientos en materia normativa que realizan las entidades
gubernamentales y la normatividad vigente, para que se les permita participar de los recursos
del sistema general de participación. En el marco del estudio de campo hecho desde el año
2000 hasta al año 2008 sobre el proceso de construcción del documento Plan de Vida, se
evidencian hechos relacionados con el surgimiento de antagonismos entre los líderes de las
comunidades por diferencias en el manejo de las transferencias y la explotación de la madera
(Aticoya, 2008). Del mismo modo, se muestran cambios en las formas de gobierno, en las
cuales las relaciones interpersonales de las comunidades que componen la asociación
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asumieron liderazgos desde el colectivo, en contraposición a la figura de un cabildo mayor
que ejerciera como gestor y mediador con las entidades municipales, departamentales y con
instituciones gubernamentales. Así, se evidencia que las estructuras de organización
indígena se sometieron a modificaciones estructurales en sus formas de gobierno para
atender los lineamientos establecidos por el Estado a nivel normativo. No obstante, en este
proceso se evidencia la participación activa de la comunidad, así como la participación de
entidades no gubernamentales que prestaron sus servicios profesionales para conciliar la
tradición indígena y el carácter normativo del requerimiento. Sin duda, este proceso
enriquece el dialogo de saberes y brinda futuros énfasis sobre el ejercicio de planeación
comunitaria en materia de interés indígena.
Ante la evaluación realizada sobre la alteración que muestra Vieco (2010), la interlocución
de los interesados dentro del diseño del plan de vida de la asociación, evidencia una armonía
con lo expuesto por la corte constitucional, en su sentencia T-979 de 2006: “Ahora, si al
Estado y sus autoridades les corresponde promover y defender el derecho fundamental de
las comunidades indígenas a gobernarse por autoridades propias, se entiende que a fortiori,
les compete el deber de abstenerse de interferir de cualquier manera en la toma de las
decisiones que en desarrollo de su autonomía corresponde adoptar a los integrantes de las
comunidades indígenas”. (Corte Constitucional Sentencia T - 979, 2006) No obstante, el
plan de vida surge de un requerimiento forma de carácter normativo, razón por la cual,
aunque existe un proceso intercultural caracterizado por un dialogo de saberes entre el
Estado y las comunidades en su diseño, el mismo es ajeno a las lógicas de reciprocidad y
redistribución que le preceden. Por tanto, se materializa una modificación de las estructuras
de organización indígena. En este sentido, la sentencia T – 428 de 1992 insta lo siguiente:
“La norma que establece la prioridad del interés general no puede ser interpretada de tal
manera que ella justifique la violación de los derechos fundamentales de unos pocos en
beneficio del interés de todos.” (Corte Constitucional Sentencia T - 428, 1992) En lo cual,
cabe resaltar que como derecho fundamental de estas comunidades (Protección de la
diversidad étnica), las lógicas de un gobierno propio se ven avasalladas por los
requerimientos que les impone participar en un ordenamiento superior con el incentivo de
participar de los beneficios que les son trasferidos. En conclusión, se observa que la relación
entre los planes de vida y los planes de desarrollo departamentales o nacionales presenta
enfoques distintos, en los cuales, las comunidades indígenas propenden por una
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reivindicación de su territorio de cara a sus formas de producción y su riqueza cultural, y los
planes de desarrollo reproducen planteamientos tendientes a la economía de mercado y la
homogeneización cultural.

79

Conclusiones


Los estudios de campo revisados por la investigación presentan hechos en los que se
demuestra que las comunidades indígenas habitantes de la región amazónica conviven
en un medio ambiente social, económico y político hostil con su herencia cultural. Las
problemáticas sobre el uso y propiedad de la tierra, el desplazamiento forzado al interior
del territorio y la negación de los procesos de interculturalidad presentes en los
lineamientos de política pública permean, alteran y en ocasiones sustituyen las nociones
culturales en estas comunidades sobre las que se hallan arraigadas sus formas de vivir y
coexistir. En efecto, estos fenómenos han modificado concepciones propias de las
comunidades indígenas en relación a sus costumbres, hábitos, creencias, lengua y hasta
ideales de vida. La adopción de una noción ajena del desarrollo por parte de estas
comunidades les ha obligado a renunciar en forma pasiva a sus proyectos históricos en
detrimento de una agenda autónoma y soberana que fundamente sus planes de vida. De
este modo, la alteridad que representa lo indígena en Colombia se ha ido ocultado en un
proceso de negación del diferencial étnico que le avoca a sufrir la embestida de una
sociedad articulada a la economía de mercado y a una modernidad basada en el
crecimiento económico.
Por tanto, esta investigación presenta como resultado de los análisis del vínculo
“Comunidades Indígenas – Estado” la posible negación por parte del Estado colombiano
de los procesos de interculturalidad obligatorios en el diseño normativo e institucional
para la intervención sobre las comunidades indígenas en el país. Por esta razón, la
aplicación del modelo metodológico corrobora a través del relacionamiento planteado
para el análisis del vínculo “Comunidades indígenas – Estado” que se presentan hechos
en los estudios de campo revisados que caracterizan asimetría en términos de
información en algunos aspectos dentro del vínculo, es decir, se ratifica que ante la
explicitación del vínculo descrito, el Estado colombiano ha incumplido con las
obligaciones de reconocimiento y protección de la diversidad étnica que la CPC le
confiere; mediante la negación de los procesos interculturales obligatorios para el diseño
efectivo de una ramificación normativa que regule y establezca la comunicación e
intervención en este tipo de comunidades por parte de las instituciones públicas.
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En razón a lo expuesto, la aplicación del modelo metodológico propuesto explicita que
el concepto de cultura propio de la herencia ancestral indígena se convierte en un
componente primordial para la reivindicación de “lo indígena” en Colombia desde las
nociones de autonomía y soberanía en un sentido, que como expresa Jaramillo (2004),
ahonde en la búsqueda de una nación pluricultural, que no solo perciba la diferencia
étnica en lo normativo, sino que acoja, se comunique y se deje tocar por la realidad que
esta diferencia ejemplifica. En otras palabras, se evidencia un reconocimiento normativo
aparente de los derechos culturales de las comunidades con un diferencial étnico en
Colombia, pero no una reivindicación concreta de las condiciones materiales en los que
la cultura se desarrolla.
Por tanto, la intervención por parte del Estado colombiano debe caracterizarse por
realizar procesos plenos, ilustrados y consensuados de análisis de la realidad indígena
para cada una de las comunidades que van a ser beneficiarias de su intervención, de
manera tal, que se garantice el ejercicio constitucional de protección de la diversidad
étnica en todo el territorio.



Por otro lado, los procesos interculturales que caracterizan una sociedad compleja, con
estructuras que conviven en una constante comunicación dialéctica, mantiene una estela
aun misteriosa en términos académicos llena de interrogantes y nuevos métodos por
explorar por parte de los investigadores sociales. En este sentido, la investigación resalta
que a través del carácter interdisciplinar de la propuesta conceptual de la sociología
económica se fundamenta una herramienta efectiva que visibiliza estas realidades
complejas, además de dar un paso en busca de la conciliación de la realidad económica
y social de este tipo de comunidades con la academia. Del mismo modo, la aplicación
del modelo metodológico propuesto hace énfasis en las diferencias a nivel metodológico
que existen entre los estudios etnográficos e históricos que se plantean en líneas
confluyentes de la investigación económica, como la de las relaciones sociales, de
manera tal, que por medio del uso coordinado de las fuentes información que el modelo
presenta, se muestra una alternativa a nivel metodológico que garantiza que el carácter
interdisciplinar de los núcleos conceptuales utilizados por los investigadores sociales se
adhiera y mantengan un canal virtuoso con la metodología que presentan las fuentes de
información.
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